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Presentación 

Este trabajo ofrece un análisis de la legislación lingüística en los 50 estados de 

los Estados Unidos y Washington D.C. a través del estudio de sus constituciones 

y estatutos, con especial atención a las normas que afectan al español. Se 

completa así el informe «La legislación lingüística en los Estados Unidos»1, que 

examinaba los 19 estados con mayor porcentaje de hispanohablantes; se suman 

ahora los 31 restantes, mostrando un panorama completo que permite 

enriquecer el análisis y las conclusiones presentadas entonces. Puesto que la 

revisión de todas las fuentes legislativas sería inabarcable en un sistema como el 

estadounidense, el estudio se centra en las leyes producidas por el legislativo: las 

constituciones y los códigos estatutarios de cada estado2. Para identificar la 

legislación sobre lenguas se realizaron búsquedas de los términos language, 

English y Spanish en los textos legales a través de las páginas web del poder 

legislativo de los estados y de la base de datos LexisNexis. Tras observar en una 

primera aproximación que las leyes dedicadas en su totalidad a cuestiones 

                                                
1 Hernández-Nieto, Rosana (2017). «La legislación lingüística en los Estados Unidos». Informes 
del Observatorio/Observatorio Reports. 033-09/2017SP. La recopilación de la legislación 
correspondiente a los 19 estados con mayor porcentaje de población hispana (vid. Figura 1) y 
Washington D.C. finalizó en enero de 2017; la de los 31 restantes, en enero de 2018. No se incluyen 
modificaciones posteriores. 
2 Estas leyes son desarrolladas posteriormente por agencias gubernamentales mediante 
regulaciones con fuerza de ley. Completarían la producción legislativa las órdenes ejecutivas del 
Poder Ejecutivo (gobernadores de los estados y el presidente de los Estados Unidos) y las 
decisiones judiciales, puesto que al tratarse de un sistema de common law sientan precedente, si 
bien su peso sobre el total de la legislación se ha ido reduciendo (Britannica Academic s.f.). 
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lingüísticas son escasas, se optó por tomar como unidad de análisis el artículo, 

ya que estos sí son abundantes. 

 

Las disposiciones recopiladas pueden dividirse en dos ámbitos. El primero 

incluye aquellas que regulan cómo debe utilizarse una lengua dada, en este caso, 

el inglés. Se trata de la legislación sobre lenguaje neutro en cuanto al género, 

lenguaje respetuoso con la discapacidad y, sobre todo, legislación sobre plain 

language, resultado de las demandas de un movimiento que reclama que los 

ciudadanos reciban información comprensible que puedan entender con el 

menor esfuerzo posible (Adler 2012: 68), y que es especialmente abundante en 

las disposiciones sobre seguros. El segundo ámbito comprende los textos que 

regulan las lenguas de comunicación entre la administración, los ciudadanos y 

las empresas privadas. Este trabajo analiza esta segunda área, con alrededor de 

4.500 secciones recopiladas. Si se tomara en consideración el primer ámbito, la 

cifra se doblaría. 

 

Los artículos se han organizado en seis apartados temáticos (Comunicación 

gubernamental; Participación ciudadana; Comercio y consumo; Trabajo; 

Justicia; y Sanidad y servicios sociales), cada uno de los cuales está dividido en 

subsecciones destinadas a facilitar el análisis. Esta distribución se inspira en la 

utilizada por Kibbee (2016) en su estudio de la legislación lingüística 
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estadounidense3, por otra parte, mucho más centrado en sentencias judiciales. 

De su propuesta se excluye el apartado sobre educación, dado que este trabajo 

no analiza la legislación sobre los sistemas educativos debido a su volumen, 

complejidad y entidad propia como ámbito de estudio (enseñanza bilingüe). Por 

otra parte, se añade una sección dedicada a la legislación lingüística en los 

servicios sociales y de salud. Para clasificar las disposiciones se siguió su 

ordenación en los textos legales, si bien posteriormente se realizó una tarea de 

revisión y reasignación puesto que, en algunos casos, la legislación sobre un 

mismo asunto está clasificada en capítulos diferentes dependiendo del estado. 

 

Introducción 

Los Estados Unidos son un país caracterizado por una fuerte diversidad racial y 

étnica fruto de las particularidades de su formación como nación y, 

posteriormente, de la inmigración. En la actualidad, la población blanca 

representa el 76,9% del total (el 61,3% si se restan las personas que se identifican, 

además, como hispanas), seguida por la hispana (17,8%), la negra (13,3%) y la 

asiática (5,7%) (U.S. Census Bureau s.f.). Aunque la población blanca siempre ha 

sido preponderante, su porcentaje sobre el total ha disminuido en las últimas 

                                                
3 Esos capítulos son «Language and democracy», sobre participación electoral; «Linguistic 
Inequality in the Legal System», sobre el sistema judicial; «Language and Education», sobre 
educación; «Government, Public Services, and the English-Only Movement», sobre la 
comunicación institucional con el ciudadano; y «Language in the Workplace», sobre las políticas 
lingüísticas en el lugar de trabajo. 
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décadas (del 84% en 1965 al 61,3% en 2017) y de acuerdo con las proyecciones 

demográficas, entre 2045 y 2055 dejará de representar la mayoría en el país 

(Stepler y Brown 2016).  

 

La mayor parte de estos cambios se explica por el comportamiento de la 

demografía latina4. Junto a su histórica presencia en el territorio de lo que hoy 

son los Estados Unidos, sobre todo en los estados del sudoeste (Fernández-

Armesto 2014), el peso actual de la población hispana responde en buena medida 

al incremento de la inmigración latinoamericana a partir de la aprobación de la 

Immigration and Nationality Act de 1965. En la actualidad, la población hispana 

es la mayor minoría racial y étnica del país con 58,9 millones de personas (U.S. 

Census Bureau 2018) y en 2060 podría alcanzar los 111 millones, el 27,5% del total 

(Vespa, Armstrong y Medina 2018), si bien las proyecciones pueden verse 

influidas por el comportamiento de los flujos migratorios5, que desde el inicio 

del siglo han comenzado a reducirse (Camarota y Zeigler 2017; López y Bialik 

2017).  

 

 

                                                
4 Los términos «hispano» y «latino» se utilizan indistintamente en este texto. 
5 Ortman y Guarneri (2009) ofrecen distintos escenarios demográficos para 2050 de acuerdo con 
diferentes circunstancias migratorias: el porcentaje que representará la población hispana puede 
variar hasta en un 3,5% entre un escenario de migración internacional neta constante (27,8%) y 
un escenario de migración alta (31,3%). 
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Figura 1. Hispanos como porcentaje de la población total del estado. Fuente: U.S. 
Census Bureau/American FactFinder 2016: PEPASR6H. 

 

 

Los Estados Unidos también se caracterizan por su diversidad lingüística: de 

acuerdo con el censo, pueden oírse hasta 350 lenguas diferentes (U.S. Census 

Bureau 2015), de entre las cuales el inglés es la mayoritaria: 237,8 millones la 

tienen como única lengua y otros 39,9 millones con otro idioma declaran hablar 

inglés «muy bien» (U.S. Census Bureau/American FactFinder 2016 C16005). En 

segundo lugar aparece el español, con alrededor de 40,5 millones de hablantes 

en 2016 (ibidem), seguido del chino y el tagalo6, con 3,1 y 1,68 millones de 

                                                
6 En el chino se incluye el mandarín y el cantonés. En el tagalo, el filipino. 
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hablantes respectivamente (U.S. Census Bureau/American FactFinder 2016 

B16001). 

 

¿Qué políticas desarrollan los Estados Unidos para gestionar esta diversidad 

lingüística? La política lingüística puede entenderse como «un mecanismo 

político que afecta a la estructura, la función, el uso o la adquisición de una 

lengua»7 y que incluye: regulaciones oficiales; mecanismos no oficiales, 

implícitos; los procesos impulsados por una multiplicidad de actores 

involucrados en la política lingüística, no solo los productos de esos procesos; y 

los textos políticos y discursos, que están influidos por ideologías y discursos 

propios de ese contexto (Johnson 2013: 9). Aunque este campo de estudio, 

inicialmente denominado language planning, ha evolucionado progresivamente 

para incluir las ideologías, las prácticas lingüísticas y las actuaciones de otros 

actores (García 2015), la legislación lingüística continúa siendo un elemento 

presente en cualquier definición, entendida como el instrumento a través del 

cual «la autoridad política interviene abiertamente, por ejemplo, para modificar 

la dirección de las fuerzas sociales a favor de una u otra lengua» y «establece los 

derechos y obligaciones lingüísticas en relación al uso de lenguas en diferentes 

                                                
7 «…a policy mechanism that impacts the structure, function, use, or acquisition of language» 
(Johnson 2013: 9). Traducción propia.  
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áreas de la vida social en el corazón de la unidad política» (Berthoud y Lüdi 2011: 

479). 

La política lingüística de Estados Unidos enfrenta dos retos fundamentales. El 

primero, la gestión de decenas de lenguas maternas en convivencia y su estatus: 

¿son las lenguas diferentes al inglés lenguas «estadounidenses»? ¿Deben 

preservarse y reconocerse? El segundo, la situación de la población que no 

comprende adecuadamente la lengua mayoritaria ya que, si bien no todas las 

personas con lenguas maternas diferentes al inglés tienen problemas para 

comunicarse en este idioma, en 2015 se registraba un total de 25,9 millones con 

competencia limitada en inglés8 (Limited English Proficiency, LEP) (Batalova y 

Zong 2016), de los cuales 16,4 millones (el 64%) eran hispanohablantes. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
8 Se consideran personas con competencia limitada en inglés aquellas que responden que hablan 
inglés «menos que muy bien» cuando se les pregunta por esta cuestión en el Censo o la American 
Community Survey. 
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Figura 2. Porcentaje de personas con LEP con respecto a la población total del estado. 
Fuente: Batalova y Zong (2016). 
 

 
 

1. Comunicación gubernamental 

El éxito de un Estado «como proyecto de deliberación política colectiva y que 

tiene el objetivo de alcanzar el bienestar socioeconómico colectivo (…) depende 

de la posibilidad de realizar intercambios comunicativos» (Rubio-Martín 2003: 

52), para lo cual es necesario evaluar en qué idiomas se realizan esos 

intercambios. En este sentido, los estudios de investigación sobre políticas 

públicas señalan que, para que los poderes públicos actúen sobre una realidad 

es necesario, primero, que perciban que existe un problema y que este sea 

relevante en la agenda de gobierno (Subirats, Knoepfel, Larrue y Varonne 2008: 
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33). Después, pueden intervenir o no intervenir; la decisión de no actuar, 

definida como «todo aquello que los actores gubernamentales deciden hacer o 

no hacer» (Dye, citado en Meny y Thoening 1992: 92), también es política 

pública, si bien ese laissez faire es más difícil de detectar y de evaluar. En el caso 

de la política lingüística, el Estado no puede ser neutral: en el mero hecho de 

comunicarse con el ciudadano, se está eligiendo una lengua para hacerlo 

(Schmidt 2000: 46). Esa elección «puede tener efectos dramáticos sobre el acceso 

de una persona a los servicios públicos y sus servicios sociales» (Kymlicka y 

Patten 2003: 18). Los ciudadanos con competencia en la lengua elegida se verán 

beneficiados, mientras que los que tengan un conocimiento limitado o no la 

conozcan afrontarán dificultades para conocer, ejercer y cumplir sus derechos y 

obligaciones.  

 

Para Crawford (1992: 87), esta es una de las perspectivas desde las que puede 

observarse el debate sobre el inglés como lengua oficial en los Estados Unidos, 

como un conflicto en torno al derecho de acceso igualitario al gobierno y a la 

educación. El segundo punto de vista considera que se trata de una discusión 

sobre identidad nacional, sobre lo que significa ser americano y sobre «cuánta 

diversidad puede tolerar una nación» y que, por tanto, está vinculada a la 

concepción de la lengua como instrumento de articulación de la unidad nacional 

(Schmidt 2000: 44). 
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¿Qué postura adopta la legislación sobre comunicación gubernamental desde 

estas dos perspectivas? A continuación se examinan, por un lado, las leyes que 

declaran el inglés como lengua oficial y, por otro, las que establecen medidas de 

accesibilidad lingüística en la administración pública con carácter general. Las 

disposiciones que se limitan a ámbitos concretos, como la justicia o la salud, 

serán examinadas en el apartado temático correspondiente.   

 

1.1. Inglés como lengua oficial 

En los Estados Unidos, tanto a nivel federal como en cada uno de sus estados, 

existe una lengua designada o utilizada de forma general como lengua de 

comunicación en la administración pública (el inglés) con independencia de que 

exista una ley que declare su oficialidad. Puede considerarse que existen tres 

excepciones (Nuevo México, Hawaii y Alaska) aunque, como se verá, en los tres 

casos el inglés prevalece sobre el español, el hawaiano o las lenguas nativas de 

Alaska, respectivamente; una situación similar se observa en Lousiana con el 

francés. Lo que posteriormente hace la administración es, en algunos casos, 

contemplar medidas para acomodarse a las personas con otra lengua materna y 

con competencia limitada en inglés (Kymlicka y Patten 2003: 19). 

 

El gobierno de los Estados Unidos nunca ha declarado el inglés como lengua 

oficial, aunque han existido varias propuestas. La primera (proposición 14136) se 



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

16 

presenta en 1923, en el marco de la corriente nativista que siguió a la primera 

guerra mundial y que condujo a la aprobación de cuotas migratorias (Tatalovich 

1995). La cuestión desaparece de la agenda legislativa hasta los años 80, cuando 

se suceden varias iniciativas que adoptan ahora la forma de propuesta legislativa, 

en lugar de enmienda constitucional, para facilitar su aprobación (Dale y 

Gurevitz 1997: 1).  

 

Tabla 1. Iniciativas para declarar el inglés como lengua oficial de los Estados Unidos. 
Fuente: Aka y Deason (2009).  

Año Iniciativa Patrocinador Partido 

1981 English Language 
Amendment (ELA) 

Senador Samuel I. Hayakawa 
(California) Republicano 

1995 Language of Government 
Act 

Senador Richard C. Shelby 
(Alabama) Republicano 

1997 Bill Emerson English 
Language Empowerment Act 

Representante Randall Cunningham 
(California) Republicano 

2007 S. I. Hayakaya Official 
English Language Act Senador James Inhofe (Oklahoma) Republicano 

2007 English Unity Act Representante Steve King (Iowa)9 Republicano 

2007 National Language Act Representante Peter King (Nueva 
York) Republicano 

 

El interés renovado por convertir el inglés en la lengua oficial del país responde 

a la aparición de varios lobbies, el principal, U.S. English, que defienden que 

todas las actividades gubernamentales se desarrollen en inglés bajo el argumento 

de que esta medida unirá a todos los americanos y obligará a los inmigrantes a 

                                                
9 Steven King ha reintroducido la English Unity Act en todas las sesiones de la Cámara desde 
2007, la última vez, el 9 de febrero de 2017. Ninguna de ellas ha logrado convertirse en ley. La 
propuesta de 2017 aún no se ha votado.  
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aprenderlo más deprisa (Daigon 2000); esta demanda suele calificarse como 

English-Only, si bien el grupo rechaza este apelativo y argumenta que no 

defiende la prohibición de ninguna lengua en los Estados Unidos10. ProEnglish, 

fundado en 1994 como English Language Advocates11, tiene objetivos similares, al 

igual que las organizaciones surgidas a nivel estatal (Tatalovich 1995).  

 

Las demandas de estos grupos no han hallado respuesta en el nivel federal, pero 

sí en el estatal. Desde el inicio de la década de 1980, 27 estados han declarado el 

inglés como lengua oficial, sumándose a Nebraska e Illinois (1923) y a Hawaii 

(1978). No existe acuerdo en el número de estados con estas declaraciones. U.S. 

English y ProEnglish contabilizan 32, incluyendo Massachusetts (Constitution, 

Art. XX, 1975) y Louisiana (Lousiana Enabling Act, 2 U.S. Statutes 641 §3, 1981). 

Kibbee (2016: 149) se refiere a 33 estados que «confieren algún tipo de estatus 

oficial al inglés, a través de medios estatutarios o constitucionales». Por el 

contrario, ni Crawford (1992 y www.languagepolicy.net) ni Tatatalovich (1995) 

incluyen esos dos estados en sus estudios. Este trabajo ha optado por no 

incorporarlos a la comparación, dado que en Massachusetts se trata de una 

                                                
10 Véase https://bit.ly/2Mk1ZfX. En este trabajo se utilizará English-Only para referirse a políticas 
que defienden que el gobierno o las empresas utilicen solo el inglés como lengua de 
comunicación. Se ha optado por utilizar el término Official English para referirse a las leyes que 
declaran el inglés como lengua oficial, puesto que, como se verá, no en todos los casos puede 
asegurarse que impliquen el uso exclusivo del inglés en la administración pública.  
11 Más información en https://proenglish.org/our-mission  
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interpretación judicial de una ley12  y en Louisiana, de la ley que habilitó al estado 

para adherirse a la Unión13, pero que no está incorporada ni a la constitución ni 

a los estatutos. 

La tabla 2 recoge los estados con el inglés como lengua oficial, en qué año14 y a 

través de qué mecanismo se aprobó, el porcentaje de población hispana y el de 

población LEP. U.S. English «ha apoyado campañas en más de 40 estados»15 y ha 

financiado las iniciativas en Arizona, Colorado y Florida (Crawford 1992: 171). 

 

Tabla 2. Estados con el inglés como lengua oficial.  

Estado Año de 
aprobación 

Porcentaje 
de población 

hispana 
(2016) 

Porcentaje 
de población 

LEP (2015) 
Mecanismo de aprobación 

Nebraska 1920 10,1% 4,8% Convención constitucional. 

Illinois 1923 16,7% 9,0% Legislativo: estatutos (1923, 
enmienda en 1969). 

Hawaii 1978 10,0% 12,4% 
Referendo: enmienda 
constitucional (1978). 
Legislativo: estatutos. 

Virginia 1981 8,8% 5,9% Legislativo: estatutos (1981, 
revisado en 1996). 

Indiana 1984 6,5% 3,3% Legislativo: estatutos. 
Tennessee 1984 4,9% 2,9% Legislativo: estatutos. 
Kentucky 1984 3,3% 2,1% Legislativo: estatutos. 

California 1986 38,6% 18,6% Referendo: enmienda 
constitucional. 

North 
Carolina 1987 9,0% 4,7% Legislativo: estatutos. 

Arkansas 1987 6,9% 3,3% Legislativo: estatutos. 

                                                
12 https://proenglish.org/massachusetts/  
13 https://proenglish.org/louisiana/ 
14 A menudo se data la declaración de Illinois en 1969; la declaración original es de 1923 y en 1969 
solo se cambia el término «americano» por «inglés». En el caso de Arizona, se ha optado por 
ubicar al estado en la tabla con la fecha de la primera declaración, de 1988, si bien ese texto fue 
anulado por los tribunales y la ley en vigor es de 2006. De este modo, es posible visualizar mejor 
el impacto de las demandas de políticas de English-Only en la década de 1980.  
15 «It has supported Official English campaigns in more than forty states and is bank rolling 
ballots initiatives this fall in Arizona, Colorado, and Florida». Traducción propia. 
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Estado Año de 
aprobación 

Porcentaje 
de población 

hispana 
(2016) 

Porcentaje 
de población 

LEP (2015) 
Mecanismo de aprobación 

South 
Carolina 1987 5,3% 2,7% Legislativo: estatutos. 

North Dakota 1987 2,8% 1,9% Legislativo: estatutos. 
Mississippi 1987 2,7% 1,7% Legislativo: estatutos. 

Arizona 1988 30,5% 8,9% Referendo: enmienda 
constitucional. 

Florida 1988 24,1% 11,8% Referendo: enmienda 
constitucional. 

Colorado 1988 21,2% 6,3% Referendo: enmienda 
constitucional. 

Alabama 1990 3,9% 2,2% Referendo: enmienda 
constitucional. 

Montana 1995 3,4% 0,9% Legislativo: estatutos. 
South Dakota 1995 3,4% 2,4% Legislativo: estatutos. 
New 
Hampshire 1995 3,2% 2,2% Legislativo: estatutos. 

Wyoming 1996 9,8% 2,5% Legislativo: estatutos. 
Georgia 1996 9,1% 5,8% Legislativo: estatutos. 
Alaska 1998 6,7% 5,1% Legislativo: estatutos. 

Missouri 1998 3,8% 2,1% 
Legislativo: estatutos (1998). 

Referendo: enmienda 
constitucional (2008). 

Utah 2000 13,5% 4,8% Referendo: estatutos. 
Iowa 2002 5,5% 3,3% Legislativo: estatutos. 
Idaho 2007 12,1% 3,7% Legislativo: estatutos. 
Kansas 2007 11,3% 4,6% Legislativo: estatutos. 

Oklahoma 2010 9,8% 4,1% Referendo: enmienda 
constitucional. 

West Virginia 2016 1,5% 0,7% Legislativo: estatutos. 
 

Como se observa, existen dos momentos claramente diferenciados. El primero 

es la década de 1920 con las declaraciones de Nebraska e Illinois, enmarcadas en 

la corriente nativista ya referida. El segundo comienza en la década de 1980, 

paralelo a la introducción en la agenda de las políticas de English-Only de la 

mano de U.S. English y, aunque va perdiendo intensidad, se prolonga hasta la 

actualidad. Con la excepción de Virginia, que ratifica su declaración antes de la 

fundación de este lobby (Tatalovich 1995: 195), 12 estados aprueban sus leyes en 
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los 80, ocho en los 90 y cinco en la primera década del siglo XXI. West Virginia 

hizo lo propio en 2016 y en Michigan la propuesta tiene el visto bueno de la 

Cámara de Representantes en 2018, a la espera de lo que suceda en el Senado y 

de la ratificación del gobernador (Ikonomova 2018). De los 30 estados que han 

declarado el inglés como lengua oficial, 9 sometieron la iniciativa a referéndum, 

con los resultados que recoge la tabla 3. 

 

Tabla 3. Resultados de los referendos para declarar el inglés como lengua oficial. 
Fuente: ballotpedia.org 

Estado Año % Sí % No 

Arizona 1988 50,50% 49,50% 
2006 74% 26% 

California 1986 73,2% 26,8% 
Colorado 1988 61,15% 38,85% 
Florida 1988 83,87% 16,13% 
Utah 2000 67,18% 32,82% 
Alabama16 1990 89% 11% 
Hawaii 1978 69,72% 30,28% 
Missouri 2008 86,31% 13,69% 
Oklahoma 2010 75,54% 24,46% 

 

Los votos a favor superaron el 60% en todos los casos, con la excepción del 

primer referendo en Arizona17, donde el apoyo a la proposición acusó el efecto 

de la filtración del memorando Tanton (Tatanovich 1995), un texto en el que el 

confundador de U.S. English John Tanton se refería a las amenazas culturales 

que la «embestida latina» («Latin onslaught») supondría para California y para 

                                                
16 Tatanovich (1995: 247). 
17 La ley fue anulada en los juzgados y se convocó un segundo referéndum con otro texto. 
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los Estados Unidos (Crawford 1992), y confirmaba los temores de quienes 

asociaban la propuesta y el lobby con posturas xenófobas. Linda Chávez, 

presidenta de la organización, dimitió tras calificar los comentarios de Tanton 

como «repugnantes y antihispanos»18 (Crawford 1992: 172). Otro de los 

fundadores U.S. English, el senador republicano por California S. I. Hayakawa, 

ha asegurado que los latinos son el único grupo reacio a integrarse y que «tienen 

una disputa con el inglés […], al menos, los políticos hispanos, los profesores 

“bilingües” y los lobbies»19 (en Crawford 1992: 96-99). Para Leibowicz (en 

Crawford 1992: 109), no hay duda del componente antihispano del grupo: 

«Donde los americanizadores temían hordas de eslavos o mediterráneos, los 

defensores de la ELA (English Language Amendment) temen el español y a la 

gente que lo habla»20. Si bien la mayor parte de declaraciones del inglés como 

lengua oficial corresponde a estados con bajos porcentajes de población hispana 

(solo nueve de las 30 declaraciones en los 20 estados con mayor porcentaje de 

hispanos), la «información anecdótica» recogida en los estudios de caso de las 

18 leyes aprobadas hasta 1990 permite a Tatalovich (1995) afirmar que existe una 

clara «reacción antihispana».   

                                                
18 «Repugnant and anti-Hispanic». Traducción propia. 
19 «The only people who have any quarrel with the English language are the Hispanics–at least 
the Hispanic politicians and ‘bilingual’ teachers and lobbying organizations». Traducción propia. 
20 «Where the Americanizers were afraid of Slavic or Mediterranean hordes, supporters of the 
E.L.A. are afraid of Spanish and the people who speak it». Traducción propia. 
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De forma significativa, uno de los auspiciadores de la ley en Arkansas reconoció 

que el bilingüismo no era «un problema actual, sino potencial»21; en Virginia, el 

fundamento de la propuesta era «defender la lengua inglesa común como un 

elemento esencial de la cohesión y la armonía social» (ibidem: 223)22; por último 

en North Carolina, el representante demócrata Richard Wright aseguraba 

durante los debates que «sin duda, tenemos (una) obligación… de no 

convertirnos en un ‘melting pot’ hasta un punto en el que todos nosotros 

perdamos nuestra identidad» (ibidem: 214)23. Estos ejemplos sirven para mostrar 

que, más que dar respuesta a un problema real de incomunicación con los 

ciudadanos, estas declaraciones están inclinadas a reafirmar el inglés como 

elemento de la identidad norteamericana y como instrumento de armonización 

de la sociedad, como recogen los textos de Alabama, Alaska, California, Iowa, 

Missouri, North Carolina y Oklahoma, que se refieren al inglés como la lengua 

común o incluso unificadora del estado y del país24; por el contrario, solo tres 

leyes (Idaho, Kansas y Utah) aluden a la necesidad de iniciar, continuar y 

expandir los programas de inglés como segunda lengua.  

                                                
21 «…not a current problem but a potential problem». (Tatalovich 1995: 207). Traducción propia. 
22	 "to defend the common English language as an essential element of social cohesion and 
harmony". Traducción propia.	
23 «We certainly have (an) obligation… not to become the melting pot to the extent that we all 
lose our identity». 
24 Iowa es el estado que más se extiende en este aspecto. «a) The state of Iowa is comprised of 
individuals from different backgrounds. The state of Iowa encourages the assimilation of Iowans 
into Iowa’s rich culture. b) Throughout the history of Iowa and of the United States, the common 
thread biding individuals of differing backgrounds together has been the English language» 
(Iowa Code, Title 1, Subtitle 1, Chapter 1, §1-18). 
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Frente a los temores de que otras lenguas puedan amenazar el inglés y la 

identidad estadounidense, especialmente el español, la «ley de hierro» del 

aprendizaje del inglés evidencia que las minorías étnicas pierden su lengua 

materna en la segunda o tercera generación, con un mantenimiento ligeramente 

superior entre la población hispana por la llegada continua de hispanohablantes 

a las barriadas urbanas en las que residen (Fishman, en Crawford 1992: 168). En 

sentido opuesto, Kymlicka y Patten (2003: 8) destacan que las continuas 

conexiones con el país de origen que permiten los transportes y las nuevas 

tecnologías (transnacionalismo) y el multiculturalismo hacen que la pérdida de 

la lengua materna no resulte tan evidente, lo cual fortalece las premisas de las 

políticas de English-Only.  

 

Sin negar el simbolismo negativo que estas leyes insuflan al uso de lenguas 

diferentes al inglés y que todas pueden ser dañinas en sus diferentes grados de 

restricción (Aka y Deason 2009: 68), el análisis de los textos revela notables 

diferencias de contenido. 
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Tabla 4. Características de las declaraciones del inglés como lengua oficial por estados 
(en orden de aprobación).  
 

Estado Documentos 
y registros 

Lengua 
utilizada 

por 
empleados 

públicos 

Devolución 
de fondos 

Posibilidad de 
denunciar al 
estado por 

incumplimiento 

Regulación 
de 

excepciones 

Nebraska √ - - - - 
Illinois - - - - - 
Hawaii - - - - - 
Virginia - - - - - 
Indiana - - - - - 
Kentucky - - - - - 
Tennessee √ - - - - 
California - - - √ - 
Arkansas - - - - - 
Mississippi - - - - - 
North 
Carolina - - - - - 

North Dakota - - - - - 
South 
Carolina - - - - √ 

Arizona √ √ - √ √ 
Florida - - - - - 
Colorado - - - - - 
Alabama - - - √ - 
Montana √ √ - - - 
New 
Hampshire √ √ - - √25 

South Dakota √ √ - - √ 
Georgia √ √ - - √ 
Wyoming - - - - √ 
Alaska √ √ - √ √ 
Missouri - √ - - - 
Utah √ - √ - √ 
Iowa √ - - - √ 
Idaho √ √ √ - √ 
Kansas √ √ - - √ 
Oklahoma √ √ - - - 
West Virginia √ √ - - √ 

 

                                                
25 New Hampshire contempla el uso del francés en los procedimientos entre el estado y Quebec. 
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El resumen de las características de los textos de la tabla 426 muestra que algunas 

declaraciones son puramente simbólicas (Kymlicka y Patten 2003: 25; Schmidt 

2000: 29). Illinois, North Dakota, Indiana, Mississippi o Kentucky solo afirman 

que el inglés es la lengua oficial del estado, y Colorado y Florida añaden que el 

legislativo tiene poder para aprobar leyes de implementación de la declaración. 

En este último caso, los republicanos de origen cubano y los líderes demócratas 

del legislativo llegaron a un acuerdo para bloquear cualquier medida de 

ejecución (Tatalovich 1995: 102). Mucho más duras son las leyes de Alaska, 

Arizona, Kansas, Idaho y Utah: las dos primeras, junto con California y Alabama, 

permiten que un ciudadano lleve al estado ante los tribunales por 

incumplimiento. Idaho y Utah, por su parte, obligan a que las agencias devuelvan 

al fondo estatal las partidas presupuestadas para servicios de accesibilidad 

lingüística.  

 

Pero hasta en 14 casos, entre ellos algunos de los más restrictivos con el uso de 

lenguas diferentes al inglés, se contempla que podrán utilizarse otros idiomas 

para comunicarse con la ciudadanía cuando la Constitución de los Estados 

Unidos, la del estado o las leyes y regulaciones federales lo requieran27. De esta 

                                                
26 Se trata de un análisis limitado al texto de las leyes de las declaraciones, ya que las disposiciones 
referidas al archivo y registro de documentos en inglés pueden encontrarse también en estados 
en los que no hay una ley de inglés como lengua oficial. 
27 La cláusula de supremacía o «supremacy clause» (Constitución de los Estados Unidos, art. VI), 
dispone que las leyes federales prevalecen sobre las de los estados en caso de conflicto. Para una 
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forma, el mecanismo de pesos y contrapesos (checks and balances) del sistema 

estadounidense, por el que ningún actor (legislativo, ejecutivo o judicial) o nivel 

(local, estatal o federal) concentran todo el poder, sino que se establece una red 

de conexiones e influencias mutuas, frena las leyes de Official English más 

radicales. Más aún: en dos declaraciones de oficialidad (Georgia y Kansas) hay 

una alusión explícita a la posibilidad de facilitar documentos traducidos e 

incluso intérpretes en el segundo caso. 

 

En este sentido, las leyes de accesibilidad lingüística, que se analizan en el 

siguiente apartado, no constituyen la respuesta a las proposiciones de Official 

English, sino que esta llegó de la mano de la iniciativa English Plus, cuyo impacto 

fue mucho más reducido. La reivindicación de la diversidad estadounidense y de 

un incremento de la formación en inglés y en otras lenguas así como de la 

asistencia lingüística cristalizó en la aprobación de cuatro resoluciones28 - Nuevo 

México (1989), Oregón (1989), Washington (Code, 1.20.100, 1989) y Rhode Island 

(General Law 42-5.1-1, 1992)- aunque solo las dos últimas fueron incorporadas a 

la legislación y, en el caso de Washington, se explicita que ni crea derechos ni 

establece programas de actuación concretos. 

 

                                                
descripción detallada del sistema legal e institucional de los Estados Unidos, vid. Lowi et al. 
(2011). 
28 Véase http://www.languagepolicy.net/archives/langleg.htm  
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Junto al inglés, solo dos estados reconocen otras lenguas como oficiales: Hawaii 

(1978) el hawaiano y Alaska (1998) un total de 20 lenguas nativas. Sin embargo, 

en Hawaii, prevalece la versión en inglés de las leyes y no se exige el uso del 

hawaiano en actividades públicas (Statutes, Ch. 1. §1-13), mientras que en Alaska 

el reconocimiento es meramente simbólico, ya que no hay obligación de 

imprimir documentos o de realizar actividades gubernamentales en esas lenguas 

(Statutes 44.12.310). Aunque algunos autores hablan de cuasioficialidad del 

español en Nuevo México (Romero 2011), lo cierto es que las leyes solo se 

publican en inglés desde 1951 (Fedynskyj 1971). Por otra parte, Lousiana mantiene 

en sus estatutos un artículo que reconoce cualquier ley o contrato en francés 

como legal y vinculante al igual que cualquiera en inglés29. 

 

1.2. Leyes de accesibilidad lingüística 

La segunda respuesta de la legislación al multilingüismo estadounidense son las 

disposiciones de accesibilidad lingüística. Estos textos reflejan una postura 

surgida en la década de 1970 (Schmidt 2000: 19) que defiende que el gobierno, a 

través de servicios de asistencia lingüística, debe facilitar la superación de las 

barreras que los hablantes de lenguas minoritarias enfrentan para ejercer sus 

derechos civiles y políticos. A pesar de que U.S. English se opone a las medidas 

                                                
29 «Any act or contract made or executed in the French language is as legal and binding upon the 
parties as if it had been made or executed in the English language» (Louisiana Revised Statutes, 
Title 1, 1:51). 
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de accesibilidad, lo cierto es que en la práctica esta postura no es necesariamente 

incompatible con las leyes de Official English, como se observa en la legislación: 

la accesibilidad lingüística se concibe más como la prestación de ayuda en casos 

muy delimitados (y valorando siempre el coste económico de la misma)30 que 

como un reconocimiento de otras lenguas en el funcionamiento diario de la 

administración. 

 

A diferencia de lo que sucede con el inglés como lengua oficial, en este caso sí 

existe una norma federal: la Orden Ejecutiva (OE en adelante) n.º 13166 de 2000 

(Improving Access to Services for Persons with Limited English Proficiency, 

Mejorar el acceso a los servicios para personas con dominio limitado del inglés), 

desarrollada a partir del Título VI de la Civil Rights Act de 1964, que prohíbe la 

discriminación por origen nacional. Esta disposición y su posterior desarrollo 

regulatorio obligan a que las agencias receptoras de fondos federales, entre ellas, 

las de salud y servicios sociales, administración de justicia o medio ambiente, 

ofrezcan servicios de accesibilidad lingüística (Cabrera 2017: 47-50). El Gobierno 

federal supedita la entrega de fondos a los estados al cumplimiento de los 

estándares fijados31, de modo que incluso aquellos estados con las declaraciones 

                                                
30 «Guidance to Federal Financial Assistance Recipients Regarding Title VI Prohibition Against 
National Origin Discrimination Affecting Limited English Proficient Persons». Department of 
Justice 2002. Federal Register Vol. 67, n.° 117. Tuesday, June 17, 2002. 
31 Friedman y Hayden (2017: 136-137) explican cómo, en el caso de la educación, estos mecanismos 
han servido para que el Gobierno federal imponga sus normas y, de este modo, adquiera de facto 
competencias reservadas a otros niveles de gobierno.   
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de oficialidad del inglés más restrictivas se ven obligados a acatar las normas 

federales.     

 

La presencia de esta legislación en los estados es mucho más limitada que la de 

Official English. Solo seis han aprobado leyes de accesibilidad lingüística: 

California, Washington D.C., Minnesota, Maryland, Hawaii y Louisiana. Su 

distribución cronológica también difiere de la observada en las declaraciones de 

oficialidad: mientras que estas últimas se concentran sobre todo en dos etapas, 

las normas de accesibilidad se dispersan a lo largo de las últimas cinco décadas, 

con tres textos anteriores a la OE 13166 (California, Washington D.C. y 

Minnesota), y tres posteriores (Maryland, Hawaii y Louisiana). Al margen de 

estos casos, solo Texas incorpora una disposición de carácter general obligando 

a traducir al español la información que ofrecen las agencias, aunque solo a 

través de internet (Government Code, §2054.116). El resto de los estados cuenta 

con artículos sobre aspectos muy delimitados (por ejemplo, referidos a 

traducciones de avisos o carteles puntuales, no con carácter general) o bien 

referidos a ámbitos de actuación concretos, como la justicia o el comercio, que 

se abordarán en el apartado correspondiente.  
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Tabla 5. Leyes de accesibilidad lingüística por estados (en orden de aprobación). 

Estado Año Ley Lengua 

California 1973 
(2012-2015) 

Government Code. Title 1. Division 7. Chapter 17.5 (§7920-
7299.8). 

Dymally-Alatorre Bilingual Services Act. 
Umbrales32 

D.C. 1977 
(2004) 

Code. Title 2. Chapter 19. (§2-1931-2-1937) 
Bilingual Services Translation Act (Language Access Act). Umbrales 

Minnesota 1985 Statutes, §15.441 Umbrales 

Maryland 2002 
Code. Title 10. Subtitle 11. (§10-1101 a 10-1105). Equal Access to 

Public Services for Individuals with Limited English 
Proficiency. 

Umbrales 

Hawaii 2006 
(2012) 

Statutes. Title 19. 321C. Office of Language Access (§321C-1-
321C-7) Umbrales 

Louisiana 2011 Statutes. Title 25. Chapter 14. (§671-674). 
Louisiana French Language Services Program. Francés 

 

Todas estas leyes están fuertemente influidas por la OE de 2000, con la excepción 

de la de Minnesota, que no ha experimentado cambios desde su aprobación en 

1985 y es la disposición más imprecisa: consta de un solo artículo, «anima» a 

traducir materiales y no especifica a qué agencias afecta, sino que se abordará 

con cada una de ellas. 

 

California y Washington D.C. fueron los estados pioneros en la aprobación de 

este tipo de legislación. Ya en la década de 1970 reflejaban las dificultades de las 

personas no anglohablantes para acceder a programas y servicios públicos así 

como la necesidad de una comunicación efectiva entre el gobierno y los 

ciudadanos y residentes. En un principio, California se refería a la prestación de 

servicios de accesibilidad lingüística solo de forma imprecisa: cuando existiera 

                                                
32 Umbral (threshold en inglés) se refiere a la prestación de asistencia lingüística cuando se 
alcanza un determinado número absoluto o porcentaje de personas no anglohablante que tiene 
la misma lengua y que reside en un espacio determinado.  
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«un número sustancial de personas no anglohablantes», mientras que en el caso 

de Washington D.C., la ley Bilingual Services Translation de 1977 se aplicaba 

únicamente al español. Tras la OE 13166, estas dos leyes incorporaron, con ligeros 

matices, los criterios que marca la regulación federal para decidir cuándo se 

presta asistencia a personas con competencia limitada en inglés; estos mismos 

principios rigen las leyes aprobadas después de la orden (Maryland y Hawaii). 

 

Para los servicios orales (intérpretes, servicios de interpretación telefónica o 

personal bilingüe), se toma en cuenta: el número o la proporción de personas 

LEP a las que se atiende o con las que se interactúa de entre la población elegible 

para los programas de cada agencia; la frecuencia de los contactos con esas 

personas; la naturaleza y la importancia del programa; la actividad o los servicios 

que se prestan; y los recursos disponibles del receptor de fondos federales 

(agencias u otras instituciones) y el coste33. En el caso de los servicios escritos 

(traducciones de documentos), California y Hawaii siguen uno de los principios 

del Departamento de Justicia para determinar si se cumple o no con la OE 13166: 

se proporcionan traducciones de documentos vitales cuando cada grupo LEP 

constituye el 5% o 1.000 personas, cualquiera sea la cifra inferior, de la población 

                                                
33 Vid. nota 29. 
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de personas elegibles o con las que se ha interactuado34. Washington D.C. rebaja 

ese umbral al 3% de la población o 500 personas y Maryland, al 3%.  

 

Las evaluaciones posteriores de algunas de estas leyes muestran que los 

resultados no siempre son satisfactorios. Tanto el auditor estatal de California 

(California State Auditor 2010) como la Oficina de Accesibilidad Lingüística de 

Hawaii (Office of Language Access 2014) constatan que las agencias a menudo 

no cumplen los requisitos ni implementan las recomendaciones, mientras que 

en Washington D.C. se demandan mejoras en los sistemas de recogida de datos 

y un incremento de la contratación de personal bilingüe como complemento a 

los servicios de interpretación telefónica (Berstein, Gelatt, Hanson y Monson 

2014). 

 

La ley de Louisiana (Louisiana French Language Services Program, 2011, T. 25. Ch. 

14 §671-672) merece un análisis especial. A diferencia de las disposiciones 

anteriores, esta no funciona con umbrales, sino que solo contempla servicios en 

una lengua, el francés. Además, la perspectiva desde la que se concibe es muy 

diferente de la OE 13166 y las otras cinco leyes estatales: en este caso, el 

argumento principal para prestar servicios públicos en francés no es la necesidad 

de superar una barrera lingüística, sino el deseo de preservar la herencia cultural 

                                                
34 Vid. nota 29.	
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francesa del estado, junto con un objetivo económico: animar el turismo y la 

inversión de países francófonos. Esta norma no es la única reivindicación de la 

herencia francófona del estado: el Consejo para el Desarrollo del Francés en 

Louisiana (CODOFIL) se establece en 1968 con el objetivo de «preservar, 

promover y fomentar la cultura, la herencia y la lengua francesa y criolla de 

Louisiana»35. Murphy (2008: 369-370) relaciona su creación con el movimiento 

de revitalización étnica («ethnic revivalism») que experimentó el país y otras 

partes del mundo en la década de 1960, con la oleada de estudios poscoloniales 

literarios e históricos que buscaban situar el sur de Louisiana en un contexto 

franco-atlántico y con el apoyo del gobernador del estado y de un grupo de 

legisladores que identificó posibilidades económicas en la reivindicación de la 

herencia francesa del estado. 

 

Esta aproximación es única en la legislación revisada, que aborda las lenguas 

diferentes al inglés desde el punto de vista de la accesibilidad lingüística; 

además, si bien existen numerosos consejos de asuntos latinos en diferentes 

estados, están enfocados fundamentalmente a reducir las brechas sociales, 

económicas y educativas de la población hispana y no tienen entre sus objetivos 

preservar, promover o reivindicar la lengua española o las culturas latinas.  

                                                
35 «The Council for the Development of French in Louisiana […] is hereby created […] to preserve, 
promote, and develop Louisiana’s French and Creole culture, heritage and language» (Louisiana 
Statutes. Ch. 13. §651.A.1). Traducción propia. 
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2. Participación política 

El ejercicio efectivo y en condiciones de igualdad de la participación política es 

otro de los elementos necesarios para asegurar el éxito de un estado «como 

proyecto de deliberación política colectiva» (Rubio-Marín 2003: 52). Si bien la 

participación no se limita a las elecciones, sino que incluye procesos de carácter 

más deliberativo en los que el ciudadano tiene derecho a intervenir (Kymlicka y 

Patten 2003), las disposiciones legales sobre accesibilidad lingüística y 

participación al margen de las elecciones solo son anecdóticas. Por ejemplo, en 

Connecticut los planes de participación pública sobre medio ambiente tienen 

que informar de sus encuentros en las lenguas habladas por al menos el 20% de 

la población afectada, de modo que se garantice su intervención en los procesos 

regulatorios (T. 22a. Ch.439, P.II §22a-20a); en California se busca garantizar la 

participación de las personas afectadas por vertidos controlados de sustancias 

tóxicas (Div. 20, Ch. 6.8, Art. 5, 25358.7); por último, en Rhode Island se ofrecen 

intérpretes para las audiencias públicas sobre la renovación de licencias de 

plantas de depuración de agua (42-17.4-12).  

 

La mayor parte de la legislación sobre el uso de lenguas diferentes al inglés en el 

proceso electoral viene determinada por el artículo 203 de la Voting Rights Act 

(VRA) (1965) incorporado en 1975, a través del cual esta ley federal, que ya 

prohibía la discriminación por raza o color, no permite ahora imponer requisitos 
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que impidan el voto por pertenecer a una minoría lingüística y define los 

supuestos bajo los cuales las jurisdicciones tienen que facilitar asistencia escrita 

con materiales electorales traducidos (formularios de registro, avisos, 

instrucciones, papeletas, etc.) o asistencia oral en las lenguas que se indique. 

 

Para determinar las subdivisiones políticas sujetas al artículo 203 se tiene en 

cuenta: 1) el porcentaje de población que representa esa minoría lingüística en 

la subdivisión; 2) la población en edad de voto de esas minorías y, dentro de la 

misma, la población LEP, que debe superar los 10.000 ciudadanos o el 5% de la 

población; y 3) la tasa de población LEP y con un nivel educativo inferior a quinto 

grado (educación primaria finalizada), que debe superar la media nacional. Para 

las áreas de nativos americanos o de nativos americanos en Alaska, más del 5% 

de los ciudadanos en edad de voto tiene que pertenecer a un mismo grupo nativo 

y tener competencia limitada en inglés. La tabla 6 muestra las jurisdicciones bajo 

el artículo 203 a diciembre de 201636. Además, California, Florida y Texas están 

obligados a facilitar traducciones en español de todos los materiales emitidos en 

el estado.   

 

 

                                                
36 Véase https://bit.ly/2evgWQc 
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Tabla 6. Número de jurisdicciones bajo el artículo 203 de la VRA por minoría.37 

Estado Hispano Asiático 
AIAN (American 

Native 
y Alaska Native) 

Alaska 1 2 19 
Arizona 4  6 
California 26 21 2 
Colorado 4  2 
Connecticut 9  1 
Florida 13   

Georgia 1   

Hawaii  2  

Idaho 1   

Illinois 3 1  

Iowa 1 1  

Kansas 5   

Maryland 1   

Massachusetts 10 3  

Michigan 2   

Mississippi  10  

Nebraska 3   

Nevada 1 1  

New Jersey 8 2  

Nuevo México 12  12 
Nueva York 7 5  

Oklahoma 1   

Pennsylvania 3   

Rhode Island 3   

Texas 88 3 2 
Utah   1 
Virginia 1 1  

Washington 3 2  

Wisconsin 3   

 

Como se observa, no todas las personas tienen derecho a materiales o asistencia 

en su lengua, sino que una vez más se trabaja con la noción de umbral 

lingüístico; además, el artículo 203 tampoco abarca a todas las lenguas, sino que 

solo se aplica al español, lenguas asiáticas, lenguas nativas americanas y lenguas 

nativas de Alaska. 

                                                
37 Una misma jurisdicción puede estar bajo el artículo 203 por diferentes minorías. 
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A partir de este marco común y de obligado cumplimiento para todo el país, se 

analiza a continuación la legislación estatal partiendo de la campaña electoral y 

recorriendo todo el proceso electoral hasta finalizar en los mecanismos de 

conversión de votos en representantes. Hay 11 estados que no incluyen en su 

legislación normas sobre las lenguas y el proceso electoral. De ellos, solo Alaska 

y Michigan tienen distritos bajo la VRA; ocho no cuentan con ninguna 

subdivisión afectada (Montana, New Hampshire, North Carolina, Oklahoma, 

South Carolina, Tennessee, Vermont y Wyoming) y Idaho, solo una desde 2016. 

  

A pesar de sus más de 40 años de historia, los materiales bilingües siguen siendo 

objeto de controversia. Sus defensores argumentan que mejoran la participación 

y el poder político de las minorías lingüísticas (Tucker 2009). Por el contrario, 

sus detractores, entre los cuales aparece U.S. English, consideran que 

contribuyen a reducir el esfuerzo de los inmigrantes por aprender inglés, no 

incrementan la participación, pueden ser sustituidos por asistencia privada y son 

muy costosos (Trasviña, en Crawford 1992: 257-263; Tucker 2009). El senador 

Hayakawa asegura incluso que las papeletas bilingües son «profundamente 

racistas» al considerar que grupos como los mexicanos, puertorriqueños, 

japoneses o chinos «no son lo suficientemente inteligentes como para aprender 

inglés»38 (Hayakawa 1985, en Crawford 1992: 96). Otro argumento de los 

                                                
38 «… are assumed not to be smart enough to learn English». Traducción propia. 
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opositores es que anima a que los no ciudadanos voten de forma ilegal 

(ProEnglish39; Chávez 2011). 

 

2.1. Campaña electoral 

La legislación sobre campañas electorales es escasa y alude a aspectos puntuales, 

como la obligación de usar nombres de partidos y candidaturas en inglés en 

Nueva York, la opción de que el nombre en inglés del candidato aparezca 

acompañado de su sobrenombre en hawaiano o la posibilidad de que los 

candidatos envíen a los electores declaraciones en otras lenguas con su propia 

financiación en Illinois. California y Colorado contemplan campañas 

informativas sobre los sistemas de votación y registro en las lenguas 

contempladas por la VRA, y Pennsylvania sobre el registro allí donde una 

minoría lingüística supere el 5%. Por otra parte, solo California establece órganos 

de gestión de la accesibilidad lingüística al proceso electoral: un grupo de trabajo 

con experiencia en accesibilidad en las lenguas de la VRA y un comité consultivo 

cuyas recomendaciones recibe el secretario de Estado. 

También son limitadas las normas sobre la publicación de la convocatoria 

electoral, los lugares de registro, el procedimiento de voto o la proclamación de 

candidatos. En Nuevo México se usa el español y se contemplan medidas 

                                                
39 Véase https://proenglish.org/multilingual-ballots/	
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especiales para los condados bajo la VRA con lenguas nativas americanas que 

carecen de escritura. En New Jersey también se publican en español, pero solo 

en condados con un 10% o más de votantes registrados con este idioma como 

lengua materna. En Texas y Nebraska los requisitos para votar se divulgan en las 

lenguas para las que existen materiales disponibles, mientras que en Nueva York 

se publican en aquellos idiomas que determine el consejo electoral. El otro 

estado con legislación al respecto, Ohio, solo contempla publicaciones en inglés. 

 

2.2. Derecho de sufragio 

Nuevo México e Illinois reiteran en sus constituciones el derecho a voto sin 

discriminación por razón de raza, color o lengua reconocido por la VRA. En el 

extremo opuesto, y aunque en la actualidad están prohibidas por la VRA y no se 

utilizan (Graham 2011: 74; Holland 2017), South Carolina y Delaware recogen la 

posibilidad de imponer pruebas de alfabetización en inglés para votar (South 

Carolina Constitution Art. II. §6; Delaware Constitution Art. V. §2). North 

Carolina hace lo propio para el registro de votantes (Orth y Newby 2013). 

 

En el caso del sufragio pasivo, es decir, el derecho a ser elegido para un cargo 

público, una vez más Nuevo México prohíbe la discriminación «por motivos de 

religión, raza, lengua o color, o por la incapacidad de hablar, leer o escribir en 
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inglés o español»40 (New Mexico Constitution Art. VII, § 3). En el extremo 

opuesto, en Arizona «leer, escribir, hablar y entender inglés lo suficientemente 

bien como para realizar las obligaciones del cargo sin ayuda de un intérprete será 

una cualificación necesaria para todos los oficiales del estado y todos los 

miembros de las cámaras legislativas»41 (Arizona Constitution Art. XX, §8), un 

requisito confirmado en 2012 por el Tribunal Superior del Condado de Yuma y el 

Tribunal Supremo de Arizona, que consideraron válida la descalificación de 

Alejandrina Cabrera como candidata al ayuntamiento de San Luis por no tener 

suficiente competencia en inglés (Escamilla vs. Cuello)42.   

2.3. Registro como votante 

El sistema estadounidense requiere que los ciudadanos con derecho a voto se 

registren antes de las elecciones y la VRA considera que las cuestiones 

lingüísticas relacionadas con este procedimiento quedan incluidas en la 

asistencia escrita y oral obligatoria a partir del artículo 203; sin embargo, no 

todos los estados siguen esa premisa. Por ejemplo, Arkansas, Massachusetts, 

Pennsylvania y Washington legislan cuestiones que se refieren exclusivamente 

al registro, sin aludir al voto. Por el contrario, Arizona, Connecticut, Florida, 

                                                
40 «… on account of religion, race, language or color, or inability to speak, read or write the 
English or Spanish languages». Traducción propia. 
41 «The ability to read, write, speak, and understand the English language sufficiently well to 
conduct the duties of the office without the aid of an interpreter, shall be a necessary 
qualification for all state officers and members of the state legislature». Traducción propia. 
42 Sentencia completa disponible en http://bit.ly/2uGgO6I  
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Indiana, Kansas, Minnesota, Nebraska, Ohio y Utah se refieren a materiales 

electorales, pero no incluyen el registro. Solo en Alabama, el D.C., New Jersey, 

Rhode Island y Texas todos los materiales se rigen por los mismos criterios. Por 

su parte, Colorado y Louisiana indican que trabajarán para minimizar los 

problemas para las personas LEP y les prestarán asistencia, sin más concreción. 

La tabla 7 resume las lenguas en las que se facilitan los formularios o la asistencia 

para registrarse como votante. 

 

Tabla 7. Accesibilidad lingüística para el registro de votantes. 

Estado Lengua 
Arkansas, Illinois, 
Massachusetts Inglés y español. 

Nueva York Ruso (ciudades con más de 1 millón de habitantes). 
South Dakota  Dialectos Sioux. 
Nuevo México Inglés y español. Lenguas minoritarias sin escritura. 

Alabama 5% o más de la población en edad de voto del mismo grupo 
lingüístico. 

Washington D.C. 5% población elegible como votante con la misma lengua en 
la circunscripción. 

New Jersey 10% o más de los votantes registrados en el distrito con el 
español como lengua materna. 

Pennsylvania Una sola minoría lingüística; minoría lingüística superior al 
5% de la población. 

Texas 5% o más de los habitantes del condado del que el distrito 
forma parte son de origen hispano o descendientes. 

Rhode Island VRA 
Washington VRA 
California VRA 

  

2.4. Asistencia escrita: traducción de materiales electorales 

Como se ha indicado, el artículo 203 constituye la base de buena parte de la 

legislación estatal sobre el proceso electoral. En lo que atañe a la traducción de 
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materiales, Connecticut (derechos del votante), Florida y Nebraska (papeletas), 

Illinois (guía de votación), Louisiana (materiales en general), y Rhode Island 

(avisos, información y papeletas), la toman como referencia. California y Texas 

también aluden a la VRA, aunque incluyen sus propios criterios. Por otra parte, 

se observa que las disposiciones son a menudo muy concretas sobre el 

documento que se traducirá, pero imprecisas en relación con las circunstancias 

en las que el votante puede demandar esa traducción y en qué lenguas.  

 

Así, Indiana, Minnesota, Nueva York y Kansas recogen la posibilidad de 

proporcionar las instrucciones de voto en lenguas diferentes al inglés (también 

otros materiales en Kansas), pero sin criterios para hacerlo. Arizona, Nebraska, 

Ohio y Utah las facilitan solo en inglés; Maine, en francés; y Nueva York, en ruso 

en las ciudades de más de un millón de habitantes. South Dakota solo suministra 

materiales en inglés, sean instrucciones, papeletas o los derechos del votante. 

Por último, las papeletas de muestra y las de enmiendas constitucionales se 

facilitan en inglés y español en Nuevo México, donde también se asiste a los 

hablantes de lenguas sin escritura. Colorado constituye un caso especial, ya que 

no regula los materiales que traduce, sino que explicita aquellos que no está 

obligado a traducir: las peticiones de iniciativa a nivel estatal y municipal y los 

documentos sobre las propuestas incluidas en la papeleta de votación43. 

                                                
43 Estos documentos se denominan ballot issue notice. 



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

43 

En el resto de los estados se proporcionan materiales en otras lenguas si se 

superan determinados umbrales, que difieren de los de la VRA tanto en los 

factores que se tienen en cuenta para fijarlos como en los porcentajes.  

 

Tabla 8. Umbrales para facilitar materiales electorales. 

Estado Umbral 

Alabama 
5% o más de la población en edad de voto del mismo grupo 

lingüístico  
(Alabama Code, §17-6-46). 

Louisiana 5% o más de la población del parish44 del mismo grupo lingüístico  
(Louisiana Statutes, §18:1306). 

California 
3% o más de la población en edad de voto en el condado tiene 

competencia limitada en inglés y la misma lengua materna 
(California Elections Code, §14201, 1971) 

Washington D.C. 
5% población elegible como votante con la misma lengua en la 

circunscripción  
(D.C. Code, §1-1031.02, de 1976). 

New Jersey 10% o más de los votantes registrados en el distrito con el español 
como lengua materna (New Jersey Statutes, varios artículos). 

Texas 
5% o más de los habitantes del condado del que el distrito forma 

parte son de origen hispano o descendientes (Texas Election Code, 
§272.002, entre otras). 

 

Las disposiciones de Alabama y Louisiana afectan a documentos concretos: las 

instrucciones de voto en el primer caso y los materiales de voto por correo en el 

segundo. El resto de los estados incluye más documentación. California y Texas, 

además de estar obligados por la VRA a facilitar todos los materiales en español, 

introducen criterios propios para algunos materiales: en el caso de California, las 

copias facsímiles de las papeletas con las medidas que se votan y las 

instrucciones para votar; en el de Texas, el umbral del 5% afecta a todos los 

                                                
44 El parish es el equivalente al condado. 



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

44 

materiales, aunque no es necesario facilitarlos en otras lenguas si se coloca una 

traducción de la papeleta en el lugar de voto y se avisa de que está disponible. El 

D.C., por su parte, abre la posibilidad de facilitar materiales en lenguas que no 

alcancen el umbral establecido. 

 

Por último, junto a la legislación sobre los materiales, 12 estados incluyen en su 

legislación la obligación de que los dispositivos de votación cumplan con los 

requisitos de accesibilidad lingüística de la VRA; en California, esta misma 

condición se rige por el artículo 14201 de su Código Electoral.  

 

2.5. Asistencia oral al votante 

Un total de 24 estados legislan aspectos relacionados con la prestación de 

asistencia oral al votante con competencia limitada en inglés, centrándose en 

general en las personas que pueden ayudarle. En unos casos es el votante el que 

elige quién le ayuda (Alabama, Georgia, Massachusetts, Missouri, Maryland, 

Utah, Wisconsin y North Dakota), si bien no siempre se regula el mismo tipo de 

elección o procedimiento. En otro grupo de estados (Illinois, Minnesota, Indiana 

y Virginia), son dos jueces o voluntarios de diferentes partidos políticos los que 

asisten al votante. En Iowa y Colorado, este puede optar por una persona de su 

elección y dos votantes o un juez; en Nueva York la ayuda la facilita un votante 

y en South Dakota, cualquier persona competente en inglés y en el dialecto sioux 
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del votante. En el caso de Nuevo México, la persona puede ser asistida por 

alguien de su elección o por un miembro del consejo electoral; para los casos en 

los que estos últimos no puedan prestar ayuda, se crea la figura del traductor 

electoral. Por último, en Texas el votante recibe ayuda de intérpretes (vid. 

apartado 3.6). Otros estados como Connecticut, California, Kentucky, Lousiana 

o Rhode Island hacen alusión al derecho a recibir asistencia o a los documentos 

necesarios sin precisar más sobre la misma. 

 

2.6. Empleados en jornada electoral 

Las legislaciones estatales también establecen requisitos lingüísticos para las 

personas que trabajan en la jornada electoral. Un total de 18 estados incluyen 

como condición leer y escribir en inglés para ser juez, secretario, inspector, 

coordinador u oficial electoral o miembro de un consejo electoral, dependiendo 

de los casos. En Nueva York incluso se considera que es un delito actuar como 

inspector o secretario electoral sin tener competencia en inglés. Por el contrario, 

solo seis estados contemplan la presencia de oficiales electorales con 

competencia en otras lenguas. Para que esto suceda, en California es necesario 

que la población LEP en edad de voto represente al menos el 3% del distrito; en 

Colorado el umbral se sitúa en un 3% de electores elegibles con competencia 

limitada en inglés. Por su parte, en Texas y New Jersey las disposiciones están 

destinadas a los hispanohablantes: habrá oficiales electorales con competencia 
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en español en los distritos en los que el 5% o más de la población sea de origen 

hispano o descendientes en el primer caso y en los que cuenten con un 10% o 

más de votantes registrados en el segundo. Por último, Ohio contempla la 

contratación de intérpretes en los distritos en los que el número de electores no 

anglohablantes lo haga necesario, aunque no precisa más condiciones. Como se 

ha indicado en el apartado 3.5, Nuevo México también se refiere a la presencia 

de traductores o de asistencia oral en los lugares de votación en cumplimiento 

de la VRA. 

 

2.7. Distritos electorales 

Los sistemas electorales, considerados «el instrumento más específicamente 

manipulable» de cualquier sistema político (Sartori, citado en Lago y Montero 

2005: 281), están formados por elementos en los que los legisladores tratan de 

influir para incrementar sus réditos electorales. En el caso estadounidense, el 

componente más maleable ha resultado ser el distrito electoral que, mediante la 

técnica conocida como gerrymandering, se diseña y modifica de forma que 

favorezca a grupos políticos o raciales. Las constituciones de Florida y Nueva 

York prohíben el uso de la reconfiguración de distritos electorales no solo para 

anular o reducir el poder de minorías raciales, sino también minorías 

«lingüísticas». Iowa, Oregón y Wisconsin incluyen secciones similares en sus 

estatutos. 
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3. Comercio y consumo 

La lengua no solo condiciona el éxito de la comunicación entre la administración 

y los ciudadanos, sino que también puede convertirse en una barrera en las 

transacciones económicas de carácter privado. Debido a su competencia 

limitada en inglés, los consumidores LEP reciben menos información que el 

resto para valorar y comparar sus opciones y tomar decisiones, lo cual a menudo 

se traduce en fraudes, como reflejan los datos de la Federal Trade Commission 

(Anderson 2013), que sitúa el porcentaje de hispanos víctimas de engaños en el 

13,4% en 2011, casi 1,5 veces superior al de no hispanos, si bien el porcentaje se ha 

reducido en más de 4 puntos desde el informe anterior (18% en 2007), tras un 

importante aumento con respecto a las cifras de 2003 (14,3%). Los mayores 

problemas se registran entre los hispanos que consideran que pueden hacer sus 

transacciones en inglés y no entre aquellos que son conscientes de sus 

limitaciones para comprender esa lengua. 

 

A nivel federal, la Electronic Funds Transfer Act (15 U.S. Code, §1603o-1, 1978) y 

su posterior regulación establecen que el consumidor tiene que recibir toda la 

información sobre las transferencias electrónicas de dinero tanto en inglés como 

en la lengua utilizada por los agentes para anunciarse o vender sus servicios o en 

la correspondencia con el cliente. Por otra parte, las regulaciones que desarrollan 

la Equal Credit Opportunity Act (1974) permiten que la información se facilite en 
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otras lenguas, siempre que se entregue también en inglés y no haya diferencias 

de contenido (Sachs, Kaplan y Anderson 2015). De acuerdo con algunos autores 

(Bender 1996; Raleigh 2008), la protección al consumidor LEP que ofrece el nivel 

federal es insuficiente, de modo que queda determinada en buena medida por la 

legislación estatal, cuya relevancia es central si se toma en cuenta que los 

tribunales no se han mostrado especialmente favorables a los derechos de los 

consumidores LEP, en concreto, hispanohablantes (Bender 1996; Raleigh 2008).  

 

A continuación se analiza la legislación estatal sobre lenguas y actividades 

comerciales: en primer lugar, la referida a prácticas engañosas; a continuación, 

las leyes relacionadas con los contratos y, por último, las disposiciones que 

regulan etiquetados y registros comerciales.  

 

3.1. Prácticas comerciales engañosas 

La legislación destinada a prevenir fraudes comerciales pone de manifiesto, por 

un lado, que el desconocimiento de una lengua puede ser utilizado para 

aprovecharse de quien no la entiende y, por otro, la dificultad de gestionar 

sociedades plurilingües y multiculturales. Hasta 30 estados se refieren en su 

legislación a las prácticas comerciales o publicitarias engañosas como 

situaciones en las que una persona se aprovecha de la incapacidad de otra para 

proteger sus intereses en una transacción comercial por motivo de una 
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discapacidad física o mental, de analfabetismo o de su incapacidad para 

entender la lengua o el lenguaje del acuerdo. Dependiendo del estado, la 

disposición puede tener carácter general o bien quedar circunscrita a un tipo de 

transacción concreto, como los seguros médicos, la propiedad inmobiliaria o la 

venta puerta a puerta. Además, Delaware y North Carolina consideran que es 

una práctica ilícita no facilitar al comprador, en la venta a domicilio, una copia 

del contrato o un recibo y la nota de cancelación en la misma lengua utilizada 

en la presentación oral de ventas (T. 6. Subt. II. Ch. 44. §4404 y §14-401.13, 

respectivamente). 

 

Ningún estado prohíbe los anuncios publicitarios en lenguas diferentes al inglés 

sino que, en los siete casos en los que existe legislación al respecto, se obliga a 

que aparezca cierta información en esas otras lenguas. Por el contrario, sí existe 

una profusa legislación sobre la terminología que puede o no utilizarse en las 

denominaciones comerciales, ya sea en inglés o en otras lenguas (bank, trust, 

corporation, pharmacy, accountant, auditor, etc.). 

 

Un caso especial tiene que ver con la figura del notary public, cuya traducción 

directa por «notario público» puede llevar a equívoco. En los Estados Unidos un 

notary public es un oficial «nombrado por el gobierno del estado, responsable de 
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atestar la firma de documentos de importancia y de tomar juramentos»45. Por el 

contrario, en América Latina y en España un notario público es un funcionario 

de alto nivel, en general jueces o abogados, que pueden ofrecer asesoramiento 

legal y preparar documentos legales. Dado que los notary public estadounidenses 

no están autorizados para realizar estas labores, muchos estados prohíben 

utilizar términos que puedan inducir a error y obligan a proporcionar un aviso 

que explique que no están autorizados para la práctica legal46 cuando se 

anuncian en otras lenguas para evitar fraudes o confusión. California, Illinois, 

Kansas y Oklahoma prohíben de forma explícita la traducción de notary public 

por «notario público». Hasta el momento, 34 estados cuentan con legislación al 

respecto. 

 

3.2. Contratos 

La legislación destinada a proteger al consumidor con competencia limitada en 

inglés es muy diferente dependiendo del estado. Para empezar, en tres casos no 

existen leyes sobre lenguas y contratos comerciales: Kentucky, Virginia y West 

Virginia. En otros tres (Alabama, Alaska y Mississippi), cuando se determina la 

lengua en la que se facilita información al consumidor, esta es el inglés. Los 46 

                                                
45 «…appointed by state government to witness the signing of important documents and 
administer oaths». Traducción propia. Definición ofrecida por la National Notary Association en 
su folleto informativo, en http://bit.ly/2qhcw4e  
46 California, Georgia, Michigan, Minnesota, South Carolina y Utah también incluyen legislación 
sobre los consultores de inmigración.	
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estados restantes difieren tanto en los contratos cubiertos como en los criterios 

que adoptan para determinar qué consumidores recibirán información en sus 

propias lenguas. En general, la información que se traduce es el propio contrato, 

sus características básicas o la nota de cancelación del mismo. 

 

Varios estados solo regulan una clase de contrato: Indiana, North Dakota y 

Tennessee (servicios de gestión de deuda); Montana (telemarketing); Oklahoma 

(créditos); y Wyoming (venta a domicilio). En el extremo opuesto, California es 

el estado con mayor casuística (hipotecas, préstamos, créditos, venta telefónica 

y a domicilio, vehículos, etc.), si bien hay que puntualizar que los estatutos de 

los estados no son idénticos: a pesar de que existe un notable grado de similitud, 

se encuentran diferencias en las materias legisladas y en el nivel de detalle de las 

disposiciones.  

 

Los criterios para decidir si se facilita información al consumidor en lenguas 

diferentes varía entre estados y al interior de los mismos. Bender (1996: 1063-

1064) distingue seis aproximaciones a los derechos de los consumidores de 

minorías lingüísticas: 

a) Protección al consumidor del que el comerciante sepa o pueda intuir que 

no entiende inglés (the Language of the Consumer Standard). 
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b)  Protección al consumidor con el que el comerciante negocia en una 

lengua distinta al inglés (the Language of the Bargain Standard). 

c) Protección a cualquier minoría lingüística a la que el comerciante se haya 

dirigido con anuncios en lenguas distintas al inglés (the Language of the 

Solicitation Standard). 

d) Protección a cualquier minoría lingüística que represente más de un 

cierto porcentaje de la población o de los consumidores de ese 

comerciante (the Variable Language Threshold Standard).  

e) Protección a los miembros de una sola minoría lingüística, generalmente 

la hispanohablante (the Fixed Language Standard). 

f) Una combinación de las anteriores aproximaciones. 

 

La tabla 9 resume los planteamientos presentes en cada estado teniendo en 

cuenta todos los artículos y tipos de contrato que contemplan la provisión de 

información en lenguas distintas al inglés.  
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Tabla 9. Criterios para facilitar información al consumidor en otras lenguas. 

Estado Consumidor Negociación Anuncios Umbral Lengua fija 
Arizona  √ √   √ (Español) 
Arkansas  √    

California √ √ √ 
√ (Español, chino, 
tagalo, vietnamita, 

coreano) 
√ (Español) 

Colorado √ √    √ (Español) 
Connecticut  √   √ (Español) 
D. C.  √   √ (Español) 
Delaware  √   √ (Español) 
Florida  √ √   
Georgia   √    
Hawaii √ √    
Idaho     √ (Español) 
Illinois  √47   √ (Español) 
Indiana  √    
Iowa  √ √   
Kansas     √ (Español) 
Maine  √    
Maryland √ √ √   
Massachusetts  √   √ (Español) 
Michigan √ √    
Minnesota  √ √   
Missouri √ √    
Montana  √    
Nebraska √  √   
Nevada  √ √48  √ (Español) 
New 
Hampshire 

√ √    

North 
Carolina  √    

North Dakota  √    
New Jersey  √ √  √ (Español) 

Nueva York  √  

X (Seis lenguas más 
habladas; lengua de 
más del 20% de los 
habitantes del área) 

√ (Español) 

Nuevo México  √ √  
√ (Español; 

español y otras 
lenguas) 

Ohio  √     
Oklahoma  √    
Oregón  √ √   
Pennsylvania  √    

                                                
47 Cuando se alude a la lengua en la que se realiza la presentación, se incluye en «Negociación» 
al considerar que existe una interacción oral entre el vendedor y el posible comprador.  
48 Solo contempla la opción de facilitar determinada información en español si el anuncio está 
en español. 
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Estado Consumidor Negociación Anuncios Umbral Lengua fija 

Rhode Island  √   
√ (Español; 
español y 

portugués) 
Tennessee  √    

Texas  
√ √ 

 
√ (Español; 

español y otras 
lenguas) 

Utah  √    
Vermont  √    
Washington √ √   √ (Español) 
Wisconsin  √ √  √ (Español) 
Wyoming  √    

 

Como se observa, buena parte de los estados mezcla varias aproximaciones. De 

los 15 que solo consideran un criterio, ocho corresponden a casos en los que solo 

existe una disposición. Por otra parte, cuando se designa una lengua concreta 

para facilitar información al consumidor, esta es generalmente el español.  

 

El único texto de carácter general es el artículo 1632 del Código Civil de 

California, la pieza central de su legislación sobre lenguas y transacciones 

comerciales. El texto original, de 1974, establecía el derecho del consumidor a 

recibir una traducción del contrato en español si se había negociado en esa 

lengua, con la única excepción de que el cliente hubiera aportado él mismo un 

intérprete, no necesariamente profesional, a la negociación. Sin la copia del 

contrato en español, el consumidor podía rescindirlo. Tras su entrada en vigor 

en 1976 y después de algunos cambios posteriores, en 2003 se añaden el chino, 

el tagalo, el vietnamita y el coreano, junto con el español, las cinco lenguas más 

habladas en el estado en 2000 y 2014. En esa misma reforma, los contratos de 
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ejecución hipotecaria y los de hipotecas inversas se incluyen entre los que tienen 

que ser traducidos. 

 

Hasta 12 estados tienen legislación sobre los contratos de seguros que permiten 

anuncios, pólizas u otros materiales en lenguas diferentes al inglés, aunque esas 

pólizas solo tienen carácter informativo y, en caso de conflicto, prevalece la 

versión en inglés. Existe otro grupo de 13 de estados que no aluden 

explícitamente a la posibilidad de proporcionar pólizas en otras lenguas, pero 

indican que estas cumplen con los requisitos de plain language si se certifica que 

es una traducción de la misma póliza en inglés, de tal forma que se deduce que 

están permitidas. California (seguros de automóviles) y Minnesota y Texas 

(seguros de salud), prohíben en su legislación la discriminación de posibles 

clientes por razón de su lengua. En cuanto a las aseguradoras de salud, se exigen 

en muchos casos planes de acceso para la población con competencia limitada 

en inglés; este aspecto se abordará en el apartado sobre salud y servicios sociales.  

 

Por otra parte, cuatro estados contemplan la presencia de intérpretes en las 

negociaciones de un contrato. En Utah afecta solo a las aseguradoras y el 

intérprete puede ser uno de los empleados o bien uno proporcionado por el 

cliente. En el caso de Illinois afecta a la venta de seguros, las transacciones 

financieras de bancos o cajas de ahorro, etc. Por último, si un contrato de alquiler 
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se gestiona mediante un intérprete facilitado por el arrendatario, Oregon exime 

de traducir las informaciones sobre ese contrato, que de otro modo serían 

obligatorias; el mismo criterio se sigue en California en las instituciones 

financieras, refiriéndose de forma explícita al español, chino, tagalo, vietnamita 

y coreano. 

 

Por último, además de las condiciones que se imponen para compañías privadas, 

California, Illinois, Texas y Utah prevén la puesta en marcha de programas 

educativos o informativos sobre productos de inversión o ahorro y la provisión 

de información sobre seguros en lenguas diferentes al inglés.  

 

3.3. Registros y etiquetados 

En todos los casos en los que se exige que las entidades bancarias, las 

aseguradoras u otros negocios (vendedores de segunda mano o prestamistas, 

entre otros) tengan registros de actividad o libros de cuentas, estos tienen que 

estar en inglés, lo cual evidencia un importante cambio de perspectiva: hace casi 

un siglo, Yu Cong Eng v. Trinidad (1926) invalidó una ley del gobierno colonial 

de los Estados Unidos en Filipinas que prohibía que los comerciantes chinos 

mantuvieran los registros en su lengua, puesto que se consideró que con esa 

medida se les negaba el derecho al debido proceso y a la protección igualitaria 

(Dale y Gurevitz 1997: 7). 
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En cuanto al etiquetado de productos, de los 192 artículos recopilados solo diez 

obligan a introducir información en una lengua diferente al inglés. En cuatro 

estados, esa lengua es el español: etiquetas de pesticidas (Nuevo México y Nueva 

York, que también contempla otras lenguas), aviso de peligro para los niños en 

determinados recipientes y latas de gasolinas (California) y sustancias peligrosas 

(Texas). En los cinco restantes (Arizona, Indiana, Louisiana, Michigan y West 

Virginia), las disposiciones se refieren a información en otras lenguas, de nuevo 

para productos específicos. A nivel federal, las directrices de la Food and Drug 

Administration (FDA) solo recomiendan etiquetar en lenguas diferentes al inglés 

(Kibbee 2016: 178). Por tanto, no existe una política general sobre el etiquetado 

en lenguas diferentes al inglés. Incluso en Hawaii, estado oficialmente bilingüe, 

todas las indicaciones legisladas tienen que aparecer en inglés. 

 

4. Trabajo 

El debate sobre el acceso lingüístico a los derechos civiles y políticos incluye, 

además de la comunicación con el gobierno, los servicios públicos y la 

participación política, los derechos laborales (Schmidt 2000: 19). En este ámbito 

existen dos cuestiones lingüísticas en discusión: la primera, si el rechazo de un 

candidato a un puesto de trabajo por su nivel de competencia en inglés 

constituye discriminación. En este sentido, se analiza a continuación la 

legislación sobre requisitos lingüísticos para acceder a un puesto de trabajo, sea 
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en el ámbito público o en el privado. El segundo asunto objeto de controversia, 

al que se dedica la segunda parte de este apartado, son las lenguas que pueden 

hablarse en el lugar de trabajo y las conocidas como políticas de English-Only en 

el ámbito laboral. 

4.1. Requisitos para el empleo 

Los estados introducen requisitos lingüísticos para el acceso a varios puestos de 

trabajo, que pueden agruparse en dos categorías: la primera, profesiones 

reguladas que requieren de una licencia para su ejercicio; la segunda, puestos en 

la administración pública. En cuanto al primer grupo, cuando un candidato a 

una licencia no es anglohablante o se ha formado en el exterior en programas 

impartidos en una lengua diferente al inglés, siempre que existe legislación exige 

que el postulante demuestre su competencia en inglés. Si bien se observan 

diferencias entre estados, en general las profesiones reguladas requieren un alto 

grado de especialización (veterinario, arquitecto, ingeniero, empleos en la rama 

de la salud y del trabajo social), aunque también aparecen licencias para 

corredores de seguros, agentes inmobiliarios, profesiones relacionadas con la 

estética o con la minería. Las excepciones a los requisitos de lengua inglesa se 

registran en Illinois (auxiliares de enfermería), Nebraska (auxiliares de 

enfermería, asistentes de ayuda a domicilio y asistentes de comedor), y Virginia 

(acupuntores), donde los candidatos a la licencia deben ser competentes en 

inglés o en otra lengua hablada por un número sustancial de pacientes. Maryland 
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incluye un artículo en el que se indica que la habilidad para hablar inglés no 

puede ser un requisito para otorgar una licencia, salvo en el caso de que esa 

habilidad sea necesaria para ejercer la profesión (Business Regulation, Title 2, 

§2-110), pero sus requisitos de inglés afectan a las mismas profesiones que en el 

resto de los casos. 

 

Los exámenes para obtener esas licencias profesionales se realizan generalmente 

en inglés49. Si se permiten otros idiomas, con frecuencia es el español: es el caso 

de California, Florida, New Jersey, Nuevo México y Texas para los agentes de 

seguros, y de otras profesiones en California, Illinois, New Jersey, New York, 

Nuevo México y Oregon. En otros casos se alude a la posibilidad de ofrecer 

exámenes en otras lenguas para profesiones concretas (Delaware, Illinois, 

Minnesota, New York, Oregón, Washington y West Virginia), o un examen oral 

si la lengua es un problema para la prueba escrita (manipulador de alimentos en 

Utah). Los exámenes que pueden realizarse tanto en español como en otras 

lenguas dan acceso, fundamentalmente, a licencias para profesiones en el ámbito 

de la estética.  

 

                                                
49 Ocho estados contemplan en sus legislaciones la posibilidad de realizar el examen para obtener 
el carné de conducir en lenguas diferentes al inglés. 
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Florida y Maryland son los estados que más se aproximan a una política general. 

En el primer caso, 15 o más solicitantes de una licencia de ocupaciones del área 

de la salud, de los negocios, de topografía y de servicios funerarios pueden 

solicitar que el examen se realice en su lengua nativa. Salvo para el español, la 

solicitud debe presentarse con seis meses de antelación y el consejo competente 

determinará si existe interés en traducir la prueba de acuerdo con el porcentaje 

de hablantes de la lengua demandada. Los interesados corren con los gastos de 

la traducción. Por su parte, Maryland permite que el solicitante de licencia utilice 

un intérprete, por cuyo coste pagará, siempre que no comprometa la integridad 

del examen. 

 

En cuanto a la segunda categoría de empleos, la administración pública, el 

requisito general es de nuevo ser competente en inglés, aunque no todos los 

estados tienen legislación al respecto y no todos regulan los mismos puestos. En 

Kentucky, Nebraska, Oregón y Washington el requisito se aplica a cualquier 

persona que quiera acceder al servicio civil. Indiana y Ohio exigen ser 

competente en inglés para trabajar en ferrocarriles; Illinois y Michigan, para 

trabajos en minas y Kentucky, New York, Pennsylvania y Wyoming, para los 

puestos de bombero o policía (también Missouri). Kentucky, Montana, 

Nebraska, New Jersey y Washington incluyen requisitos de inglés para puestos 



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

61 

muy concretos. Por último, una de las condiciones para ser notary public en 35 

estados es tener competencia en inglés. 

 

La obligación de saber otras lenguas tiene aún una presencia anecdótica en la 

legislación de la mayoría de los estados, salvo en aquellos con leyes de 

accesibilidad lingüística (California, el D.C., Hawaii, Maryland y Minnesota; vid. 

apartado 1.2), que incluyen en las mismas la contratación de personal bilingüe, 

aunque nunca como puestos de nueva creación, sino para cubrir plazas vacantes 

dentro del presupuesto establecido. Además, el D.C. va más allá al contemplar 

la «acción afirmativa» o discriminación positiva en la contratación de empleados 

públicos (Affirmative Action in District Government Employment Act 1976) como 

instrumento para garantizar la representación de todos los grupos de la 

población laboral, entre ellos, los americanos hispanohablantes («Spanish-

speaking Americans»). La legislación de California también incluye la «acción 

afirmativa», pero sin referencia a la lengua, y lo mismo sucede con los artículos 

contra la discriminación en el empleo público en Nueva York. California 

contempla anunciar las ofertas de empleo en otras lenguas para incrementar el 

número de empleados de minorías. Por otro lado, Illinois y Texas reconocen un 

suplemento para los empleados bilingües, en el último caso solo para bomberos 

y policías. Junto a estas regulaciones de carácter más general, al igual que sucede 

con los requisitos de inglés, hay disposiciones sobre puestos muy concretos, por 
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ejemplo, guardas forestales para los parques en la frontera entre Maine y Canadá 

(francés) o personal para participar en las inspecciones de vehículos en la 

frontera entre Texas y México (español). 

 

Por último, dentro de este apartado sobre requisitos lingüísticos para el empleo, 

la legislación refleja una vinculación directa entre la competencia en inglés y el 

acceso al mercado laboral, una asociación que Piller (2016) matiza cuando liga 

las dificultades para encontrar empleo no solo con cuestiones lingüísticas, sino 

también culturales o de carencia de otras competencias. Hasta 20 estados 

incorporan clases de inglés como segunda lengua en diferentes programas de 

formación para personas desempleadas, incluyendo a menudo a las personas con 

competencia limitada en inglés entre las que encuentran barreras para encontrar 

un trabajo.  

 

4.2. Lengua en el lugar de trabajo 

El segundo ámbito de legislación lingüística en el área laboral aborda las lenguas 

que pueden utilizarse en el lugar de trabajo en el ámbito de la empresa privada. 

Dado que no existe ninguna ley federal al respecto, cuando los casos de 

discriminación lingüística por el uso de lenguas diferentes al inglés llegan a los 

tribunales, suelen evaluarse bajo el Título VII de la Civil Rights Act (§703.a.1 y 2), 

que prohíbe la discriminación en el empleo por raza, color, religión, sexo u 
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origen nacional, en concreto bajo este último rubro. Para aplicar ese Título VII 

se crea la Equal Employment Opportunities Commission (EEOC), que adopta en 

1980 las Guidelines on Discrimination Because of National Origin, en las que las 

políticas de English-Only en el lugar de trabajo solo se justifican si responden a 

«necesidades de negocio», es decir, cuando son obligatorias para que la empresa 

alcance sus objetivos. Mientras que algunos autores argumentan que estas 

directrices son insuficientes, puesto que al no ser leyes los tribunales no están 

obligados a tomarlas en consideración (Del Valle 2003: 121), otros consideran que 

la EEOC se extralimitó en su interpretación del Título VII (Leonard 2004; 

Prescott 2007). California, Illinois y Tennessee han introducido la norma de la 

EEOC en su legislación; la otra alusión a este tipo de política aparece en Georgia, 

que indica que ninguna municipalidad podrá prohibir que los negocios privados 

utilicen lenguas diferentes al inglés. 

 

La OE 13116 obliga a las agencias de empleo a prestar asistencia lingüística a la 

población LEP. Al margen de esta disposición sobre el ámbito público, la 

regulación que entra en la relación entre empleador privado y empleado es 

escasa, por lo que el empleador cuenta con un amplio margen de actuación: es 

más sencillo que cada empresa adopte reglas de English-Only que tratar de 

aprobar una ley a nivel estatal o federal que obligue a hablar solo en inglés (Del 

Valle 2003: 118). En cualquier caso, como en otros ámbitos, las legislaciones 
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estatales asumen que el inglés es la lengua mayoritaria en el ámbito de trabajo 

y, después, incluyen supuestos en los que determinada información puede 

facilitarse en otras lenguas, bien sea de forma oral a través de intérpretes, bien 

de forma escrita (documentos o carteles traducidos). 

 

En cinco estados se permite el uso de intérpretes en el ámbito laboral, ya sea en 

el ámbito público o en el privado. En California, Maine y Wisconsin se 

circunscriben a los exámenes médicos y las audiencias para determinar los 

beneficios por enfermedad laboral, mientras que Texas y New Jersey solo ofrecen 

interpretación en español asociada a los programas de la comisión de trabajo y a 

la Oficina de Trabajo Migrante, respectivamente. Por último, Iowa y Nebraska 

obligan a los empleadores que den trabajo a más de un 10% de personas con 

lenguas diferentes al inglés a contratar intérpretes; esta previsión forma parte de 

dos leyes de protección de trabajadores no anglohablantes (Non-English 

Speaking Employees, de 1990, y Non-English Speaking Workers Protection Act, de 

2003, respectivamente). 

 

La información al empleado mediante traducciones tiene mayor presencia en la 

legislación, aunque hasta 19 estados carecen de normas al respecto. En otros tres 

(Alabama, Indiana y West Virginia), solo se regulan informaciones en inglés. La 

tabla 10 resume los criterios de los estados para establecer qué lenguas tienen 
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que usar la administración pública o los empleadores para informar a los 

trabajadores. La clasificación se inspira en la propuesta de Bender (1996) para los 

criterios de información al consumidor LEP (vid. apartado 4.2); en este caso, se 

considera la lengua del trabajador, la lengua en la que empleador y empleado se 

comunican, el uso de umbrales o de lenguas fijas. 

 

Tabla 10. Criterios para facilitar información al trabajador en lenguas diferentes al 
inglés. 
 

Estado 
Lengua 

del 
trabajador 

Lengua de 
comunicación Umbral Lengua fija 

Arizona    √ (español; otras 
lenguas) 

California √ √ 

√ (siete lenguas más 
habladas por los 

participantes en el programa 
de desempleo) 

√ (español, chino, 
coreano, vietnamita, 

tagalo; otras 
lenguas) 

Connecticut √ √  √ (español, francés; 
otras lenguas) 

Delaware    √ (español) 

D.C. √  
√ (lenguas habladas por el 
3% de la población o 500 

personas) 
√ (español) 

Florida   

√ (lengua de la mayoría de 
los empleados; lengua del 

5% de las unidades 
familiares del condado) 

√ (español) 

Illinois √   √ (español y polaco) 

Iowa   √ (lengua del 10% de los 
empleados)  

Kansas    √ (español) 
Maine √    

Maryland    √ (español u otra 
lengua) 

Massachusetts √  
√ (lengua primaria de 10.000 
residentes del estado o de la 
mitad del 1% de residentes) 

√ (español, chino, 
criollo haitiano, 

italiano, portugués, 
vietnamita, lao, 

khmer, ruso) 

Michigan   √ (lengua de un número 
sustancial de empleados)  

Minnesota √   √ (español) 
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Estado 
Lengua 

del 
trabajador 

Lengua de 
comunicación Umbral Lengua fija 

Nebraska   √ (lengua del 10% de 
empleados) √ (español) 

Nevada √   √ (varias lenguas) 

New Jersey √  
√ (lengua de un número 

significativo de trabajadores 
en el estado) 

√ (español) 

New York √   
√ (español, chino, 

coreano; otras 
lenguas) 

Nuevo México    √ (español; otra 
lengua; navajo) 

Ohio    √ (español) 
Oklahoma √    

Oregón √ √ √ (lengua de la mayoría de 
los empleados) 

√ (español; otra 
lengua) 

Pennsylvania √   √ (otras lenguas) 
Rhode Island √   √ (otras lenguas) 

Texas √  √ (dos lenguas más habladas 
estado) 

√ (español; otras 
lenguas) 

Vermont √    
Virginia    √ (español) 

Washington √  √ (cinco lenguas extranjeras 
más usadas en el trabajo)  

Wisconsin √    
 

De nuevo, no existe una pauta común sobre las lenguas a las que se traduce, ni 

entre estados ni al interior de los mismos. Tampoco sobre qué información se 

traduce: si bien los asuntos más presentes están relacionados con las 

características del contrato, las condiciones laborales, el salario mínimo, los 

accidentes laborales y la baja por enfermedad, cada Estado cuenta con artículos 

diferentes. Prácticamente siempre que el criterio es una lengua fija, el español 

está presente, pero a diferencia de lo que sucede con los requisitos de inglés, 

vinculados a profesiones altamente cualificadas, en este caso el español aparece 

asociado a empleos de baja cualificación (trabajo migrante –«migrant labor»–, 

en general trabajo agrícola). 
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5. Justicia 

Las personas con competencia limitada en inglés también se enfrentan a 

importantes barreras para acceder al sistema de justicia. En estos casos, el 

cumplimiento de las garantías del denominado due process o proceso debido50 

(derecho a un juicio rápido y justo, a un jurado imparcial, a ser informado de los 

cargos que se imputan, a un abogado y a un careo con los testigos que declaren 

en su contra) presenta especiales desafíos (Kibbee 2016: 53). El sistema de justicia 

federal se rige por la Court Interpreters Act de 1978 (28 U.S.C. §1827), que obliga 

a los juzgados federales a proporcionar intérpretes en los casos criminales y en 

los casos civiles planteados por el gobierno. Además, la OE 13166 de 2000 

extiende esta obligación a los juzgados estatales. En la actualidad, la protección 

a los no anglohablantes que ofrece el nivel estatal ha superado a la federal, bajo 

la cual personas que no hablan ni entienden inglés a un nivel suficiente para 

participar en los procedimientos de forma efectiva pueden ver cómo se les 

deniega un intérprete (Abel 2013).  

 

Sin embargo, los retos para las personas LEP no se limitan a lo que sucede en los 

juzgados, sino que «desde el momento en el que la policía comienza a interrogar 

a un sospechoso, hasta los procedimientos de arresto, juicio y aquellos 

                                                
50 Quinta y décimo cuarta enmienda de la constitución de los Estados Unidos; esta última 
extiende el proceso debido de los juzgados federales a los estatales.  
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posteriores a la sentencia, los no anglohablantes se encuentran en una 

desventaja alarmante cuando están inmersos en la maquinaria judicial 

estadounidense»51 (Del Valle 2003: 160). El análisis de la legislación estatal que 

se presenta a continuación se divide en tres apartados: el primero incluye todos 

los procedimientos anteriores al juicio; el segundo, aquellos que afectan al juicio 

en sí; y, el tercero, los posteriores.   

 

5.1. Antes del procedimiento judicial 

Los asuntos lingüísticos están presentes desde el instante en el que un policía 

determina a qué persona interroga, a quién considera sospechoso de una 

infracción o un delito. Cuando esa decisión está guiada por la raza o el origen 

nacional, se considera que se está realizando profiling52, una práctica 

discriminatoria. Colorado, Nuevo México y Oregón han incorporado la lengua a 

esas características.  

 

A continuación, cuando una persona se convierte en parte de un procedimiento 

judicial, es necesario comunicarle sus derechos. En el caso del sospechoso se 

trata del Miranda Warning, sin cuya lectura el proceso puede resultar nulo. Si 

                                                
51 «From the moment the police begin to question a suspect through their arrest and trial to post-
sentencing procedures, non-English speakers are at a frightening disadvantage when entangled 
within the US’s criminal justice machinery». Traducción propia. 
52 Véase: https://bit.ly/2kPn8nZ  
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bien Kibbee (2016) y Del Valle (2013) explican que tanto el nivel educativo como 

los factores sociales influyen en la comprensión de este aviso, la lengua es un 

elemento fundamental. La sentencia judicial que dio lugar a esta advertencia 

(Miranda vs. Arizona, 1966) no estableció un texto determinado, por lo que 

existen variaciones incluso en inglés.53 En 2017, la American Bar Association urgía 

a las autoridades federales, estatales y locales a proporcionar traducciones del 

Miranda Warning que permitan informar al detenido de sus derechos 

adecuadamente54.  

 

En general los estados no se refieren explícitamente al Miranda Warning, pero sí 

existe legislación sobre las lenguas en las que deben comunicarse sus derechos a 

los arrestados y las víctimas de delitos. Cinco estados se refieren a los derechos 

de los detenidos: el D. C. (detenidos en manifestaciones, en español y otras 

lenguas); Texas (en su lengua y con intérpretes); además, California informará 

del derecho a un abogado mediante carteles en inglés y en cualquier otra lengua 

hablada por el 5% o más de la población, mientras que en Illinois los carteles con 

esos derechos estarán en inglés.  

 

                                                
53 Aunque no existe un texto oficial, el Miranda Warning incluye las siguientes afirmaciones: 
«Tiene derecho a permanecer en silencio. Todo lo que diga podrá y será utilizado en su contra 
en un tribunal. Tiene derecho a un abogado. Si no puede contratarlo, se le asignará uno». 
Traducción propia. Véase: https://bit.ly/2IaWXQC  
54 La resolución puede consultarse aquí: https://bit.ly/2SwE67J 	
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Otros 13 estados se refieren a los derechos de las víctimas o de otras personas 

inmersas en el proceso en otra condición. En Florida, New Jersey, New York y 

Texas se informa a las víctimas de violencia doméstica de sus derechos en 

español y en Massachusetts y New York, en su lengua materna. También se 

comunican en español sus derechos a las víctimas de accidentes de tráfico en 

New Jersey, a los padres de niños abandonados en New York o a quienes se va a 

confiscar el vehículo en Oregón. En el resto de los casos, la información se 

transmite en la lengua nativa o se alude de forma general a otras lenguas: 

Alabama, Arkansas, California y Texas (jóvenes bajo custodia o tutela); 

Massachusetts (víctimas de acoso, víctimas o testigos de delitos y sus familias); 

New York y Ohio (persona de la que se alega incapacidad); Tennessee (personas 

de las que el estado quiere recuperar beneficios cobrados incorrectamente); 

Texas (tutores de adultos incapacitados); Utah (padres de niños bajo tutela) y 

Washington (padres de niños bajo tutela, personas víctimas o testigos de un 

delito).  

 

Pero además de los derechos, existen otros avisos, notificaciones e informaciones 

que hay que facilitar a las personas implicadas antes del inicio del 

procedimiento. Como es habitual, California es el estado con mayor volumen de 

legislación. Si es necesario publicar avisos en periódicos, en general estarán en 

inglés, salvo las excepciones de Louisiana (anuncios judiciales en general, en 
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francés), Nuevo México (procedimientos contra no residentes o partes 

desconocidas, avisos de ejecuciones hipotecarias o venta de propiedad, etc., en 

español), New York (citaciones judiciales, otras lenguas), y Rhode Island (avisos 

del tribunal de sucesiones, otras lenguas). Por otra parte, 27 estados legislan 

sobre los idiomas en los que se facilita información a las víctimas de trata de 

personas, en general en español y en las lenguas que el estado esté obligado a 

contemplar bajo la VRA en los procesos electorales. Además, siete estados han 

incorporado en los últimos años la obligación de que las notificaciones sobre el 

desalojo de una propiedad por una ejecución hipotecaria se realicen en otras 

lenguas: inglés y español en Delaware, Illinois y Texas, en la lengua del 

propietario en New Hampshire, en la utilizada en las comunicaciones con el 

inquilino o propietario en Massachusetts, y en las lenguas del 2-1933 en el D.C. 

(3% o 500 individuos). 

 

Como sucede en la mayor parte de los ámbitos, los estados no traducen las 

mismas informaciones ni en las mismas lenguas; tampoco dentro de los estados 

existe un criterio fijo. Sí se observa que en buena parte de los casos el contenido 

que se traduce es parte de procedimientos en los que hay menores involucrados: 

en 24 estados es obligatorio informar a los menores o a sus padres o tutores de 

los procedimientos en los que están inmersos en una lengua que entiendan, y lo 

mismo sucede con el documento por el que un padre consiente en la asignación 
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de un tutor a su hijo. La otra área que concentra mayor volumen de legislación 

es la de los abusos domésticos o sexuales, a cuyas potenciales víctimas hay que 

facilitar información sobre los recursos legales y de ayuda que tienen a su 

disposición en lenguas que entiendan o en sus lenguas nativas en nueve estados. 

 

En cuanto a las lenguas consideradas, aparecen todo tipo de fórmulas: desde la 

alusión a «una lengua que entienda»55, «lengua primaria» u «otras lenguas», al 

uso de umbrales (el D.C.) o la designación de lenguas concretas, en este caso, 

siempre el español salvo dos excepciones: en California, el consentimiento para 

ser entrevistado por la Agencia de Inmigración y Aduanas y la notificación del 

inicio de un procedimiento por actividad con armas de fuegos o drogas (español, 

chino, tagalo, vietnamita y coreano), y, en Rhode Island, la información en casos 

de violencia doméstica (portugués, español, camboyano, hmong, lao, vietnamita 

y francés). 

 

5.2. Procedimiento judicial 

Todos los estados cuentan con disposiciones, bien generales, bien sobre un 

procedimiento concreto (asuntos juveniles o relaciones domésticas, entre otros), 

                                                
55 En ocasiones, siempre en relación con procedimientos con menores, se ofrece la posibilidad 
de utilizar un intérprete para explicar la información a la persona con competencia limitada en 
inglés.  
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según las cuales todos los documentos presentados en un proceso judicial deben 

estar en inglés o acompañados de una traducción56. Otros 11 estados (Arkansas, 

California, Colorado, Iowa, Michigan, Missouri, Montana, Nevada, Utah, 

Vermont y Wisconsin) indican que todo procedimiento judicial será en inglés. 

Una vez más, lo que establece la legislación a partir de esta norma general son 

excepciones en las que se prestará asistencia lingüística.  

 

Como se ha mencionado, la Court Interpreters Act garantiza la presencia de 

intérpretes en casos criminales y en los casos civiles planteados por el gobierno 

en el sistema judicial federal (Abel 2013), y el Departamento de Justicia interpreta 

que la OE 13166 extiende la obligación de proporcionar intérpretes a los juzgados 

estatales que reciban financiación federal57. A nivel estatal, todos los estados 

cuentan con servicios de interpretación judicial, aunque no todos tienen el 

mismo diseño legal ni el mismo alcance. Solo California (Art. I. §14) y Nuevo 

México (Art. II. §14) reconocen en sus constituciones el derecho a un intérprete 

de los acusados. Arizona, Colorado, Connecticut, New Jersey, North Carolina y 

                                                
56 La mayor parte de estas disposiciones forman parte de leyes uniform interstate, que buscan 
crear uniformidad entre las legislaciones de los estados. La National Conference of 
Commissioners on Uniform State Laws, creada en 1892, propone leyes que los estados deciden 
después adoptar o no.    
57 «Guidance to Federal Financial Assistance Recipients Regarding Title VI Prohibition Against 
National Origin Discrimination Affecting Limited English Proficient Persons». Department of 
Justice 2002. Federal Register Vol. 67, n.° 117. Tuesday, June 17, 2002. 



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

74 

Tennessee no tienen referencias a los intérpretes judiciales en sus estatutos, sino 

que la regulación se establece generalmente mediante reglas administrativas. 

 

En el resto de casos hay notables diferencias. Por un lado, hay estados que 

cuentan con disposiciones diferenciadas para cada situación (California, Nueva 

York), mientras que otros han aprobado leyes más amplias que incluyen 

diferentes órdenes judiciales (por ejemplo, el D.C. o Kansas). Por otro, algunos 

textos contemplan intérpretes para todas las personas involucradas en el 

procedimiento (acusados, víctimas, demandantes y testigos); en otros, la 

extensión de la asistencia es limitada (por ejemplo, las leyes de Florida y Utah 

solo se refieren a los testigos y Michigan, a los acusados). Además, mientras que 

en ocasiones la legislación de los intérpretes para personas con discapacidades 

auditivas es la misma que para los intérpretes no anglohablantes (el D.C., 

Florida, Idaho, Indiana, Kentucky, Maryland, Minnesota, Nebraska, Ohio, West 

Virginia y Wisconsin, además de Arkansas en el ámbito civil), en otras existen 

textos diferenciados. La mayor presencia de leyes sobre interpretación para la 

discapacidad o su mayor antigüedad puede estar relacionada con un desarrollo 

anterior de ese tipo de interpretación; así Cabrera (2017: 56) indica que mientras 

la certificación de intérpretes de lengua de signos está en una «etapa de 

madurez», la certificación de lengua oral se encuentra «en sus primeras etapas». 
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Las exposiciones de motivos de buena parte de estas leyes parten de nuevo de la 

idea central de la accesibilidad lingüística: una persona sin suficiente 

competencia en inglés no puede participar en los procedimientos legales con las 

mismas garantías y derechos que un anglohablante, por lo que es necesario 

facilitar servicios de interpretación para corregir esa desigualdad58. Como se ha 

observado en el resto de los apartados, esta asistencia no se concibe como un 

reconocimiento a la presencia de otras lenguas en los Estados Unidos, sino como 

una ayuda a personas que se enfrentan a barreras lingüísticas y que, al tener una 

lengua diferente al inglés, se considera que tienen deficiencias o discapacidad en 

la comunicación59.  

 

Sin embargo, a diferencia de otras leyes concebidas bajo la perspectiva de la 

accesibilidad lingüística, la interpretación judicial no se aplica a determinadas 

lenguas, sino que de algún modo se considera que el derecho al proceso debido 

se extiende a todos los residentes en los Estados Unidos, a pesar de que el diseño 

y la implementación de las normas ponen de manifiesto importantes problemas 

que pueden derivar en desigualdades (Abel 2013). También los programas de 

certificación de intérpretes pueden introducir diferencias. Por ejemplo, el 

                                                
58 Véase Arkansas (Code §16-10-1101); California (Government Code, §68560); Nebraska (Code 
§25-2401); Oregon (Statutes §45.273); Pennsylvania (Statutes §4401); Rhode Island (General Laws 
§8-19-1); y Washington (Revised Code §2.43.010).  
59 Véase la definición de «communication-impaired person» en D.C. Code §2-1901, o la de 
«persons disabled in communication» en Minnesota Statutes §546.42. 
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Federal Court Interpreter Certification Examination program solo certifica a 

intérpretes de español-inglés, en respuesta a la principal necesidad del sistema 

judicial60, mientras que el National Center for State Courts (NCSC) certifica 

nueve idiomas, entre ellos el español (Cabrera 2017). Solo California, el único 

estado que exigía que los intérpretes judiciales estuvieran certificados antes de 

la aprobación de la Courts Interpreters Act en 1978 (Abel 2013: 594), establece en 

la ley las lenguas en las que se certificarán intérpretes, aunque solo para 

audiencias administrativas: español, tagalo, árabe, cantonés, japonés, portugués 

y vietnamita. Junto a California, también Arkansas, el D.C., Florida, Illinois, 

Kentucky, Massachusetts, Mississippi, Nebraska, Nevada, Nuevo México, 

Oklahoma, Oregón, Pennsylvania, Rhode Island, Washington, West Virginia y 

Wisconsin crean o contemplan la creación de programas de certificación de 

intérpretes. 

 

Toda esta legislación sobre accesibilidad lingüística en el sistema judicial no se 

aplica a los jurados populares. A diferencia de lo que sucede con los acusados, 

demandantes, víctimas o testigos, no se ofrecen servicios de interpretación, 

dándose una situación similar a la indicada en el apartado sobre participación 

ciudadana: se ofrece asistencia para personas con competencia limitada en 

inglés, pero no se fomenta (o, incluso, se prohíbe) su participación activa en los 

                                                
60 Véase https://paradigmtesting.com/fcice-ov/  
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procedimientos judiciales como miembros de un jurado popular. A nivel federal, 

la Jury Selection and Service Act (U.S.C. §1865) establece que cualquier persona 

que no pueda hablar, escribir, leer o entender inglés con suficiente competencia 

no puede ser considerada para formar parte de un jurado. Salvo ocho estados 

(Florida, Minnesota, Mississippi, Montana, Oregón, Rhode Island, Tennessee y 

Virginia), el resto comparte esa condición. La única excepción es Nuevo México, 

que prohíbe restringir el derecho a formar parte de un jurado por incapacidad 

para hablar, leer o escribir en inglés o español (Constitution, Art. VII, §3). 

Aunque mejorasen su competencia en inglés, los miembros de minorías 

lingüísticas suelen ser excluidos de los jurados porque se teme que su 

conocimiento de otras lenguas les haga tener en cuenta los testimonios directos 

de víctimas, acusados o testigos y no el registro oficial en inglés de los mismos 

(Kibbee 2016: 68).  

 

Por último, la competencia en inglés también puede ser un factor que influya en 

ciertas decisiones judiciales. Así, seis estados (Alaska, Idaho, Kentucky, North 

Carolina, Vermont y Wyoming) tienen en cuenta el nivel de inglés de la persona 

que renuncia a su derecho a un abogado para determinar si fue consciente de su 

decisión. New Jersey cuenta con la misma disposición referida a menores. 

Además, en Connecticut y Georgia las barreras lingüísticas deben ser 

consideradas para asignar un tutor a un menor. En California, Nebraska y 
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Washington (en estos dos últimos casos, limitado a niños de tribus indias), el 

consentimiento de un padre para el nombramiento de un tutor para su hijo no 

será válido si un juez no certifica que comprendió el significado de esa 

autorización. Entre otros casos, la competencia se tiene en cuenta para 

determinar la validez de un acuerdo prematrimonial (California), de la 

aceptación de una adopción (Michigan) o de un consentimiento médico (Ohio). 

 

5.3. Después del procedimiento judicial 

Una vez que los tribunales adoptan una decisión, esta tiene que ser comunicada 

y ejecutada. Los estados carecen de una política clara al respecto y lo que se 

observa son disposiciones muy concretas que varían entre los casos, con la 

excepción de California, donde sí se indica que el Consejo Judicial proporcionará 

todos los formularios para la ejecución de sentencias en el ordenamiento civil en 

lenguas diferentes al inglés (Code of Civil Procedure, §681.030). Gran parte de las 

informaciones que se traducen están relacionadas con menores: asuntos 

relacionados con su manutención (Arizona, en español); recomendaciones a 

tutores o padres adoptivos y explicaciones de los términos de la libertad 

condicional de menores (California, en su lengua); planes de asistencia al niño 

(Florida, Idaho, Oklahoma y Texas, en su lengua); o menores bajo custodia 

(Minnesota y Nebraska, en su lengua). Otras están destinadas a las víctimas de 

delitos: la solicitud de ayuda se traduce al español, chino, vietnamita, coreano, 



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

79 

armenio oriental, tagalo, ruso, árabe, farsi, hmong, khmer, punjabi y lao en 

California, y los materiales informativos, en español en el D.C. También se 

facilita en español el aviso sobre las penas por violación de la custodia o el 

régimen de visitas a un menor en New Jersey y la información sobre el pago de 

sentencias en Wisconsin. Por último, Minnesota y Texas comunican la presencia 

de agresores sexuales en otra lengua en el primer caso y en español en el segundo 

y Pennsylvania certifica que se ha notificado al agresor en una lengua que 

comprende la obligación de registrarse como agresor sexual.   

 

Las cuestiones lingüísticas también se toman en cuenta a la hora de diseñar los 

tratamientos para personas maltratadoras (Washington) y los cursos para 

reclusos por conducir bajo los efectos del alcohol (Rhode Island); además, los 

cursos de estabilización familiar para padres con hijos bajo custodia se ofrecen 

en español en Texas. Por otra parte, Minnesota, Missouri, South Carolina y 

Washington incluyen clases de inglés como segunda lengua en los servicios que 

se prestan a víctimas de trata de personas o de delitos, en el último caso. 

 

Las penas de prisión están, asimismo, ligadas a asuntos lingüísticos. Siete estados 

(Arizona, Colorado, Hawaii, Louisiana, Michigan, Nevada y Pennsylvania) 

contemplan cursos de inglés como segunda lengua para las personas 

encarceladas o bien como requisitos para obtener la libertad condicional. Entre 
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la información que se comunica al recluso en lenguas diferentes al inglés están 

las reglas de la prisión en español en New Jersey y New York, y los 

procedimientos especiales en controles y cacheos para prisioneras embarazadas 

en Colorado y New York. 

 

Por último, Nueva York y el D.C. obligan a introducir en sus informes anuales 

sobre los programas de víctimas la lengua de las personas atendidas, de forma 

que se puedan evaluar los servicios de traducción e interpretación. Las 

disposiciones que obligan a recoger información sobre lenguas maternas o 

lenguas de preferencia aparecen también, por ejemplo, en la legislación sobre 

licencias laborales y sobre programas de salud y de asistencia social. 

 

6. Sanidad y servicios sociales 

Tener una lengua materna diferente al inglés se traduce en el ámbito de la salud 

en desigualdades en el acceso a la atención y en la incidencia de algunas 

enfermedades (Kibbee 2016: 149-150). En este sentido, Martínez (2015) plantea la 

existencia de un «gradiente lingüístico» que explica las diferencias sanitarias, en 

este caso entre los latinos, a partir de un continuo lingüístico; así, los 

monolingües en inglés obtienen mejores indicadores que los bilingües inglés-

español, que a su vez se encuentran en mejor situación que los monolingües en 

español. Esta idea de la lengua como barrera se observa en buena parte de la 
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legislación, que alude a la necesidad de tomar medidas para reducir estas 

barreras o bien de implementar actuaciones que permitan llegar a poblaciones 

desfavorecidas, entre las que se cuentan a menudo las personas con competencia 

limitada en inglés. 

 

A nivel federal, la base legal para la asistencia lingüística en el ámbito sanitario 

se encuentra de nuevo en la prohibición de discriminación por origen nacional 

del Título VI de la Civil Rights Act. Por su parte, la OE 13166 también se aplica a 

las agencias que reciben fondos federales, entre las que se encuentran las de 

salud y servicios sociales. Tras su publicación en 2000, el Departamento de Salud 

y Servicios Humanos actualiza las directrices para la prestación de asistencia 

lingüística (Fed. Reg. Vol. 68, No. 153: 47311-47315) y la Office of Minority Health 

fija en 2000 los estándares para prestar servicios cultural y lingüísticamente 

apropiados en la atención a pacientes con competencia limitada en inglés, 

definidos como «servicios de salud respetuosos y sensibles a las necesidades 

culturales y lingüísticas»61 (U.S. Department of Health and Human Services 2001: 

5). De los 14 estándares, cuatro corresponden a servicios de acceso lingüístico y 

son obligatorios para los receptores de fondos federales: proporcionar servicios 

de asistencia lingüística, incluyendo personal bilingüe o servicios de 

                                                
61 «Health care services that are respectful of and responsive to cultural and linguistic needs». 
Traducción propia. 
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interpretación al paciente LEP; proporcionar al paciente información escrita y 

oral sobre su derecho a estos servicios; asegurar su prestación mediante 

intérpretes y personal bilingüe, evitando a familiares y amigos; y tener 

disponibles materiales fácilmente comprensibles en las lenguas de los grupos 

más representativos del área en la que se trabaja (ibidem). 

 

A continuación se presenta el análisis de la legislación estatal, que varía 

notablemente entre casos en su alcance y en las lenguas consideradas, entre 

otros aspectos; además, y como sucede en el ámbito judicial, se pone de 

manifiesto que en los últimos años la actividad legislativa y regulatoria en el nivel 

de gobierno estatal ha superado la del nivel federal (Chen, Youdelman y Brooks 

2007). En primer lugar, se examina la asistencia escrita y, a continuación, las 

medidas de asistencia oral o interpretación en el ámbito de la salud y los servicios 

sociales. 

 

6.1. Asistencia escrita 

No existe una pauta común sobre la traducción de información para los 

pacientes62. En los 47 casos con legislación, el contenido y las lenguas varían caso 

a caso, sin que sea posible identificar un tratamiento sistemático de la asistencia 

                                                
62 En algunos casos, se contempla la opción de facilitar estas informaciones también de forma 
oral, sin especificar si se hará a través de intérpretes o de empleados bilingües.  



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

83 

lingüística escrita a personas con competencia limitada en inglés. En cuanto a 

las lenguas, se contempla la traducción de materiales al español, chino, 

vietnamita, coreano, cantonés, ruso, tagalo y árabe. Como es habitual, el español 

es el idioma con mayor presencia (18 estados); por su parte, la única disposición 

de carácter general corresponde al D.C. y obliga a traducir todas las solicitudes 

o folletos relacionados con la obtención de servicios de salud, seguridad y 

bienestar al chino, el coreano y el vietnamita. 

 

Salvo esta excepción, el resto de la legislación consiste en artículos que se 

refieren a enfermedades muy concretas: por ejemplo, el D.C. facilita el 

formulario de rechazo a la vacuna del virus del papiloma humano en español y 

otras lenguas, pero no existe legislación sobre otras vacunas; Maryland o 

Michigan traducen la información sobre el VIH, pero no sobre otras afecciones; 

lo mismo sucede en New Jersey, que proporciona información en español sobre 

enfermedades como el cáncer de pecho o de ovarios, el Parkinson o el síndrome 

de Down. Esto hace pensar que el propósito principal de estas leyes es abordar 

problemas médicos concretos más que plantear estándares para ofrecer 

traducciones de información médica (Chen et al. 2007: 364). 

 

La única cuestión en la que puede apreciarse una cierta pauta es el aborto. Hasta 

21 estados traducen a otras lenguas información relacionada con la interrupción 
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voluntaria del embarazo, la mayor parte de ellos bajo las conocidas como 

Women’s Right to Know Acts, que obligan a explicar a la mujer la existencia de 

recursos de ayuda si decide tener el hijo, las características del feto o los posibles 

efectos adversos. La lengua en la que se presenta la información varía entre 

estados: mientras que unos se refieren a una lengua comprendida o a la lengua 

primaria, otros señalan idiomas concretos (español en siete casos, acompañado 

por el árabe en Michigan y por el vietnamita en Pennsylvania). Arkansas, 

Georgia, Minnesota, North Carolina, Virginia y West Virginia traducen esta 

información a lenguas habladas por el 2% o más de la población, un umbral muy 

inferior a los que suelen considerarse para la asistencia lingüística (ibidem: 364). 

Por otro lado, salvo Minnesota, todos son estados con leyes de Official English. 

De nuevo, el objetivo principal de estas leyes no parece ser la accesibilidad 

lingüística. 

 

Al margen de estos casos, otros tres estados utilizan umbrales para determinar 

en qué lenguas se facilitan determinadas informaciones médicas. En New York 

se utilizan las diez o las seis lenguas más habladas en el estado, mientras que en 

Rhode Island se alude a las tres lenguas más comunes. Por su parte, California 

utiliza en ocasiones las «Medi-Cal threshold languages»63, una lengua «que ha 

                                                
63 «‘Threshold language’ means a language that has been identified as the primary language, as 
indicated on the MEDS (Medi-Cal Elegibility Data System), of 3,000 beneficiaries of five percent 
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sido identificada como la lengua primaria, según aparece en el MEDS (Sistema 

de datos de elegibilidad de Medi-Cal), de 3.000 beneficiarios o el cinco por ciento 

de la población beneficiaria, lo que sea menor, en un área geográfica 

identificada». También hay disposiciones regidas por la ley Dymally-Alatorre, 

que abarca a grupos lingüísticos que representan el 5% o más de la población; 

por las In-Home Supportive Services threshold languages, las lenguas umbrales 

en los servicios de ayuda a domicilio para personas mayores, ciegas o 

discapacitadas; o por umbrales del 5% o el 1% de las personas que están en 

residencias o centros de atención. Por último, para los planes de servicios de 

salud, la asistencia depende del número de afiliados y del porcentaje que prefiera 

una lengua: si el plan tiene más de un millón de afiliados, los materiales se 

traducen en las dos lenguas más habladas y a otras cuando sean preferencia el 

0,75% o 15.000 afiliados. Si los planes tienen entre 300.000 y un millón de 

afiliados, se traducen a una lengua complementaria y a otras si son preferencia 

del 1% o 6.000 afiliados. En planes con menos de 300.000 afiliados, se hacen 

traducciones si esas lenguas son las preferidas por el 5% o 3.000 afiliados.  

 

Junto con estas disposiciones, la mayoría de los estados contemplan la obligación 

de comunicar al paciente sus derechos en una lengua que comprenda o en su 

                                                
of the beneficiary population, whichever is lower, in an identified geographic area» (California 
Code of Regulations, Title 9, Section 1810.410). Traducción propia. El concepto aparece en el 
Código de Regulaciones, no en los estatutos. 
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lengua primaria, generalmente en los centros de salud mental, discapacidad o 

residencias. En estos casos, solo Illinois (5% de la población del condado) y New 

York (seis lenguas más habladas en el estado) utilizan umbrales. Arizona, 

California y Delaware contemplan el español en algún caso. Una vez más, no 

existe un patrón de actuación. 

 

Por último, la legislación establece en la mayor parte de los casos que las 

advertencias sobre productos tóxicos o sustancias peligrosas aparezcan en 

inglés. Las excepciones son California (pesticidas y residuos biológicos, en 

español); Rhode Island (pescado contaminado y látex, español); y Texas 

(pesticidas y abuso de inhalantes, español). En Washington se indica que los 

avisos sobre la emisión de sustancias tóxicas se harán en lenguas diferentes al 

inglés si una parte importante de la población las habla. 

 

6.2. Asistencia oral 

De nuevo, al margen de los estándares comunes de carácter federal, existen 

considerables diferencias entre estados en la legislación sobre intérpretes en el 

ámbito de la salud y los servicios sociales. Algunos contemplan la presencia de 

intérpretes únicamente en situaciones muy concretas: Alabama, Iowa, Kentucky 

y Mississippi, para evaluar la situación de niños con discapacidad; Washington, 

en los casos de donación de órganos; Alaska, en la audiencia en situaciones de 
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aislamiento o cuarentena; Maine, para explicar los servicios disponibles a 

personas con discapacidad o autismo; Montana, para evaluar la capacidad de un 

paciente para decidir; y Arizona, para evaluar la salud mental de un individuo. 

En otros casos, la prestación de intérpretes se ofrece junto a los servicios de 

cuidados o asistencia para personas pobres (Tennessee). Por último, la asistencia 

a través de intérpretes queda circunscrita a una enfermedad en Rhode Island, 

tuberculosis, o Kentucky, que urge a facilitar intérpretes hispanohablantes para 

enfermos de VIH. Salvo en este último caso, el resto no alude a lenguas 

concretas, sino que se refiere a la «lengua nativa», en la «lengua que prefiera» o 

simplemente refleja la existencia de servicios de interpretación.  

 

En otro grupo de estados, los servicios de interpretación se circunscriben al tipo 

de instalación de salud. Es el caso de Massachusetts, que legisla sobre servicios 

de interpretación en hospitales de cuidados intensivos y de cuidados intensivos 

psiquiátricos. Connecticut (hospitales de cuidados intensivos) y New Jersey 

(hospitales generales) proporcionan asistencia lingüística escrita y oral: en el 

primer caso no se establecen criterios para facilitar esa ayuda, mientras que en 

el segundo se ofrece cuando la minoría lingüística alcanza el 10% de la población 

en el área geográfica atendida por el hospital.  
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Por otra parte, hasta 19 estados recogen en su legislación la obligación de exigir 

a las aseguradoras y empresas proveedoras de servicios de salud64 que elaboren 

planes de accesibilidad para personas con competencia limitada en inglés o, al 

menos, que cuenten con un directorio en el que consten las lenguas habladas en 

cada clínica o por cada profesional. Minnesota constituye un caso especial en su 

modelo de legislación, ya que reúne numerosos artículos con requisitos para los 

proveedores de servicios de salud y cuenta con una ley de certificación de 

intérpretes, pero carece de una ley de accesibilidad lingüística como tal. Solo tres 

estados tienen, junto a estas disposiciones concretas, textos que se refieren a 

servicios de asistencia lingüística de una forma más general.  

En California, las instalaciones sanitarias consideran que existe una barrera 

lingüística cuando más del 5% de la población del área o de la población atendida 

tiene una misma lengua distinta al inglés: a partir de ese porcentaje, se 

contemplará el uso de intérpretes o de personal bilingüe (Health and Safety Code 

§1259). En el caso de Medi-Cal, para decidir si se presta asistencia lingüística se 

utilizan las mencionadas Medi-Cal Threshold Languages. 

 

                                                
64 El sistema de salud de los Estados Unidos funciona a partir de proveedores privados. En este 
sentido, la legislación sobre sanidad se entremezcla en ocasiones con la que regula asuntos 
comerciales. Por ejemplo, en Alabama el derecho a ser informado por los servicios de salud 
mental en una lengua que el interesado entienda forma parte de la ley de derechos de los 
consumidores, no pacientes, de salud mental (Mental Health Consumer’s Rights Act). 
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La Language Assistance Services Act de Illinois (Statutes §205 87/5 a §87/19) fija 

en el 5% de la población atendida en otras lenguas el umbral para prestar 

asistencia lingüística (intérpretes y traducciones) y contempla la posibilidad de 

que el paciente sea ayudado por un familiar o amigo, siempre que antes se le 

haya informado de la disponibilidad de estos servicios. Por otra parte, la Mental 

Health Hispanic Interpreter Act (Statutes §405 71/1) obliga a que los centros de 

salud mental o discapacidad proporcionen un intérprete cualificado si el 1% o 

más de las admisiones anuales corresponden a personas descendientes de 

hispanos. 

 

En el caso de Washington, la ley de accesibilidad no se refiere a servicios de 

salud, sino de asistencia pública, general e infantil, y contempla que, si más de 

la mitad de las solicitudes y de los receptores tienen una lengua diferente al 

inglés, será necesario contratar personal bilingüe, así como facilitar traducciones 

y servicios de interpretación. 

 

La certificación de intérpretes en el ámbito de la salud a nivel federal 

corresponde al National Board of Certification for Medical Interpreters, que la 

ofrece en español, ruso, chino mandarín, cantonés, coreano y vietnamita, así 

como a la Certification Commission for Healthcare Interpreters, que certifica el 
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español, árabe y chino mandarín65. Solo tres estados incluyen en su legislación 

programas de certificación de intérpretes: Minnesota (Interpreter Services 

Quality Iniciative, §144.058), Oregon (Health Care Interpreters, §413.552 a 

413.558), Utah (§58-80a-101 a 58-80a-601). Otros los han desarrollado a partir de 

previsiones legales que indican que será necesario certificar a los proveedores de 

asistencia lingüística, como es el caso de Washington (Statutes §74.04.025). Las 

leyes de Minnesota y Oregon no aluden a lenguas concretas; Utah, por su parte, 

certifica el español, ruso, bosnio, somalí, chino mandarín, cantonés y navajo. 

 

Al margen del trabajo con intérpretes, aparecen otras alternativas para facilitar 

la comunicación con las personas LEP. Por un lado, la figura del community 

health worker (Massachusetts, Nuevo Mexico, Oregon, Rhode Island y Texas), 

un mediador entre el profesional sanitario y el paciente que utiliza su 

conocimiento de la lengua y cultura del último para facilitar la comunicación 

entre ambos66. En esta misma línea, como se ha indicado en el apartado 5.1, 

estados como Illinois y Nebraska piden a los aspirantes a una licencia de auxiliar 

de enfermería o de asistente de ayuda a domicilio que sean competentes en 

inglés o en otra lengua hablada por un número sustancial de pacientes. Por otra 

parte, Maryland aprueba en 2009 el Cultural and Linguistic Health Care 

                                                
65 Véase http://www.ncihc.org/faq  
66 Véase la definición utilizada por la Organización Mundial de la Salud: https://bit.ly/1pjTC7j  
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Professional Competency Program (§20-1301 a 20-1304), un programa voluntario 

cuyo objetivo es ofrecer a los profesionales de la salud (médicos, dentistas, 

enfermeros, trabajadores sociales, farmacéuticos, etc.) métodos para mejorar su 

comunicación con pacientes en otras lenguas y culturas. Este tipo de soluciones 

solo se observan en el ámbito de la salud. 

 

Conclusiones 

Este trabajo ha ofrecido una panorámica de la legislación estatal sobre lenguas 

de los 50 estados y el D.C., acompañada de la legislación federal de mayor 

relevancia. Esta es solo una parte de las normas que regulan la situación 

lingüística de los Estados Unidos, a las que habría que sumar las órdenes 

ejecutivas, las decisiones judiciales y, por supuesto, los desarrollos regulatorios 

de las leyes. Por otra parte, este análisis y las conclusiones que ahora se presentan 

se refieren exclusivamente a textos legales, oficiales, a políticas lingüísticas top-

down, lo cual no significa que en otros ámbitos la presencia de otras lenguas o la 

consideración hacia ellas sea diferente.    

 

El estudio de la legislación lingüística de los Estados Unidos permite diferenciar 

dos aproximaciones, en principio contrapuestas, a la diversidad de lenguas en el 

país. Por un lado, existe un conjunto de leyes que busca reforzar el inglés como 

única lengua oficial del país y limitar el uso de otros idiomas en la esfera pública. 



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

92 

Por otro, un segundo grupo de textos reconoce que las personas que no tienen 

suficiente competencia en la lengua mayoritaria y de la administración, el inglés, 

afrontan dificultades para comunicarse con el gobierno y que es necesario 

adoptar medidas que reduzcan esas barreras. En el primer caso, nos estamos 

refiriendo a algunas de las leyes de Official English; en el segundo, a las de 

accesibilidad lingüística, que contemplan, entre otras cosas, el uso de 

traducciones e intérpretes. Es cierto que U.S. English, el principal impulsor de 

las iniciativas para declarar el inglés como lengua oficial, rechaza los 

instrumentos de asistencia lingüística. Sin embargo, las dos respuestas conviven: 

en primer lugar, por la obligación de los estados de cumplir los estándares 

mínimos de asistencia lingüística fijados por las leyes federales y que a menudo 

se recoge en las propias declaraciones de oficialidad; en segundo lugar, porque 

los planteamientos de la accesibilidad no desafían la afirmación principal de las 

políticas de English-Only (el inglés es la lengua de los Estados Unidos), sino que 

más bien defienden la necesidad de prestar ayuda a las personas con otras 

lenguas que experimentan dificultades para ejercer sus derechos civiles y sociales 

a través de una asistencia que varía de estado a estado. De algún modo, se trata 

de respuestas a preguntas diferentes: «Quiénes somos» vs. «Cómo nos 

comunicamos con los otros, los no anglohablantes». 
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El panorama que presentan las leyes consiste, por tanto, en una serie de 

excepciones más o menos extensas a la norma: el inglés es la lengua del país, 

exista o no un texto legal que así lo declare oficialmente. Incluso en los estados 

con otras lenguas oficiales (Alaska y Hawaii), las leyes aluden de forma explícita 

a la prevalencia del inglés. El resto de los idiomas son considerados extraños, 

extranjeros, ajenos. Esto puede percibirse en las declaraciones de representantes 

políticos asociados al principal grupo defensor del inglés como única lengua de 

la oficialidad, U.S. English: «I welcome the Hispanic […] influence in our 

culture», asegura el senador Hayakawa (en Crawford 1992: 98), dando la 

bienvenida como anfitrión a otras culturas. Pero también se desprende de la 

legislación: una parte de las disposiciones contra la discriminación lingüística se 

ha desarrollado a partir de leyes que prohíben la discriminación por origen 

nacional, vinculando así las lenguas diferentes al inglés a países diferentes a los 

Estados Unidos. Es el caso de las directrices sobre el uso de lenguas en el trabajo 

de la EEOC, que toma como base el Título VII de la Civil Rights Act, el texto legal 

que prohíbe la discriminación laboral por nacionalidad. No cabe duda de que las 

personas que tienen una competencia limitada en inglés proceden a menudo de 

otros países, pero la asociación de otras lenguas con la extranjería es inexacta y 

puede tener efectos perversos. Por otra parte, si bien es cierto que las personas 

con dificultades para comunicarse en inglés requieren políticas especiales, su 

representación en las leyes va a menudo más allá de un sujeto que requiere apoyo 
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y se asocia con discapacidades en la comunicación, con grupos vulnerables, con 

dificultades para el empleo; apenas existen disposiciones en las que hablar otra 

lengua sea considerado una característica positiva.  

 

Estas son afirmaciones generales que tratan de condensar la información 

examinada. Sin embargo, el análisis de cualquier aspecto de la realidad 

estadounidense requiere tener en cuenta que, a menudo, no es posible hablar de 

«un Estados Unidos» sino de muchos y diferentes Estados Unidos. 

Aproximadamente el 12% de los artículos legales con los que se ha trabajado 

corresponde a California; el 18% de las ocasiones en las que se alude al español 

como lengua concreta a la que traducir o en la que interpretar algo, se trata de 

legislación de California. No es posible tomar los artículos legislativos como 

unidades perfectamente comparables, puesto que difieren en contenido y 

relevancia, pero con estos dos porcentajes se pretende mostrar las importantes 

diferencias entre estados. 

 

Todos ellos están sujetos a las leyes y las regulaciones federales. La cláusula de 

supremacía legal y el uso de mecanismos de coacción, como la supeditación de 

fondos al cumplimiento de la ley, permiten la existencia de unos estándares de 

accesibilidad lingüística que todo el país tiene que cumplir, al menos sobre el 

papel. El artículo 203 de la Voting Rights Act, la OE 13166 y su aplicación a 



 
 
 

 
 © Rosana Hernández 

La legislación lingüística en los Estados Unidos. Análisis nacional 
Cambridge, MA. Instituto Cervantes at Harvard University 

Informes del Observatorio / Observatorio Reports. 047-01/2019SP  
 ISBN: 978-0-578-45300-2 doi: 10.15427/OR047-01/2019SP 

Instituto Cervantes at FAS - Harvard University      © Instituto Cervantes at the Faculty of Arts and Sciences of Harvard University  

95 

agencias laborales, de salud y servicios sociales, la Electronic Funds Transfer Act 

y la Equal Credit Opportunity Act son obligatorias para todos los estados, lo cual 

permite limitar las propuestas más restrictivas con la presencia de otros idiomas 

en la oficialidad estadounidense. A partir de esos mínimos, cada estado 

introduce su legislación. Autores como Raleigh (2008) y Bender (1996) en el 

ámbito del comercio destacan que la protección a consumidores con 

competencia limitada en inglés depende fundamentalmente de los estados; 

mientras que Abel (2013) y Chen et al. (2007) reflejan que los principales avances 

e innovaciones en accesibilidad lingüística en la justicia y la sanidad, 

respectivamente, se han producido en los últimos años en el nivel estatal. Esto 

significa que se están generando importantes diferencias entre estados. 

 

Estas desigualdades pueden explicarse por varios motivos, sin que esto implique 

la existencia de una relación directa ni que constituyan explicaciones únicas: al 

contrario, como ponen de manifiesto las aparentes contradicciones que se 

observan en la legislación, es necesario acudir a trabajos como el de Tatalovich 

(1995) para encontrar los factores que están influyendo en la legislación de cada 

estado. El primer elemento que puede estar actuando sobre la mayor o menor 

tolerancia con el uso de otras lenguas es la ideología política. 15 de los 20 estados 

más conservadores tienen leyes de Official English, mientras que cuatro de los 

seis estados con leyes generales de accesibilidad lingüística aparecen entre los 
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20 menos conservadores67; 25 estados con legislación de Official English puntúan 

por encima de la media en el índice de conservadurismo cultural68.  

 

El segundo es la realidad demográfica de cada territorio. Así, Texas, New Jersey 

o Nuevo México, todos ellos entre los estados con más población latina, ofrecen 

soluciones claramente orientadas hacia el español; Louisiana, hacia el francés; y 

California, el D.C. o Nueva York presentan aproximaciones más inclinadas al 

multilingüismo. En diez estados no existe ninguna mención al español69, aunque 

pueda quedar contemplado si se utilizan umbrales lingüísticos: todos ellos están 

entre los 30 estados con menor porcentaje de población hispana y en siete esta 

no supera el 5%. Por lo tanto, las características demográficas de cada caso tienen 

un cierto reflejo en su legislación.  

 

La historia de los territorios que hoy constituyen los Estados Unidos es un tercer 

elemento que puede explicar otra parte de las diferencias. Las dos menciones al 

alemán corresponden a Pennsylvania; las del francés, fundamentalmente a 

Louisiana, y la presencia del español, aunque más difusa, es claramente superior 

en los estados del suroeste, junto a casos como New York, New Jersey o 

                                                
67 Véase http://ava.prri.org Se utilizan cifras de 2017. No existen datos disponibles para el D.C. 
68 Este índice incluye como indicadores la opinión sobre la legalización del aborto y sobre el 
matrimonio entre personas del mismo sexo. 
69 Alaska, Hawaii, Maine, Mississippi, Missouri, New Hampshire, North Dakota, South Dakota, 
West Virginia y Wyoming. 
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Connecticut. Ahora bien, este poso histórico se ha ido difuminando hasta el 

punto de que la realidad descrita por Kloss (1998), en la que en el siglo XIX y al 

menos hasta las primeras décadas del XX se imprimían leyes y se publicaban 

anuncios en otras lenguas, que incluso podían escucharse en las cámaras 

legislativas, ha desaparecido, lo cual afecta de forma directa al estatus del 

español. 

 

La realidad histórica del español en los Estados Unidos se ha borrado del 

imaginario colectivo (Lozano 2018) y, poco a poco, de la ley. Esto sucede incluso 

en Nuevo México, donde si bien se prohíbe la discriminación por razón de la 

lengua para ocupar un cargo público o ser jurado y se mantienen símbolos como 

una canción oficial y un saludo a la bandera del estado en español, hace décadas 

que sus leyes no se publican en esta lengua. Tampoco existe ninguna disposición 

legal, en ningún estado, que reivindique la herencia hispana o el español; por eso 

el caso de Louisiana, con un programa de servicios lingüísticos en francés y el 

Consejo para el Desarrollo del Francés en Lousiana, resulta tan interesante, si 

bien es cierto que, al igual que sucede con la accesibilidad lingüística, esta 

posición no desafía las posturas English-Only. Carecemos de pruebas que 

expliquen esta diferencia entre lenguas, por lo que solo podemos apuntar dos 

intuiciones derivadas del trabajo realizado: la primera, la identificación del 

español como una lengua de inmigración (ibidem) y no como un idioma con 
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presencia histórica en el territorio, frente a la tradicional identificación del 

francés como una lengua de cultura. La segunda, que la magnitud del español en 

los Estados Unidos hace que se perciba como un elemento amenazante, como 

demuestran las políticas de English-Only, frente a una lengua como el francés 

con una relevancia muy reducida, al menos cuantitativamente.  

 

El segundo elemento que afecta de forma clara a la situación del español en la 

oficialidad estadounidense es el multilingüismo, si bien esta dinámica no es 

exclusiva de los Estados Unidos, sino que se ha identificado también en la Unión 

Europea (Valdivieso 2014), donde también se gestiona la convivencia de 

múltiples lenguas. Son muchas las disposiciones legales que deciden las lenguas 

en las que se presta asistencia a partir del establecimiento de umbrales 

lingüísticos y no mediante la designación de una lengua concreta. Dos leyes de 

carácter general, la Language Access Act del D.C. y el artículo del 1632 del Código 

Civil de California han evolucionado en las últimas décadas desde el bilingüismo 

inglés-español al multilingüismo, precisamente después de la aprobación de la 

Orden Ejecutiva 13166, que funciona con umbrales. Con este tipo de 

aproximaciones, el tratamiento que reciben todos los idiomas diferentes al 

mayoritario se iguala: no se toman en cuenta diferencias cualitativas, como la 

presencia histórica, ni cuantitativas una vez superado el umbral mínimo. Así, el 
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español es considerado una lengua extranjera con una historia y una magnitud 

que, al menos en la oficialidad, se difuminan progresivamente. 
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